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A: PÚBLICO EN GENERAL.

Dentro de la causa signada con el Nro. 250-2023-TCE, se ha dietado lo que a

cunlinuacióji me pniito tianscribi:

“Sentencia
Causa Nro. 250-2023-TCE

TEMA: Recurso de auelacón interpuesto por la doctora Angélica Porras Veascc y

la ingeniera Nelly Priscila Schettn Castillo, en contra de la sentencia expedida c

06 dejuno de 2024, a las 10h00, por e juez de instancia, medante ja cua aceptó

la denuncia por infracción electoral de violencia política de género, propuesta por [a

doctora Lady Diana Salazar Méndez, fiscal general del Estado, por la cual declaró la

responsabilidad de las denunciadas AngéLica Porras Velasco y Nelly Priscila

Sehettini Castillo, impuso sanciones a las denunciadas y dispuso medidas de

reparación.

El Pleno del Tribunal Contencioso Electoraj resuelve aceptar parcialmente el
recurso de apelación y modificar las medidas de reparación dispuestas en la

sentencia de instancia.

TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL.- Quito, Distrito Metropolitano, 0] de
mayo de 2025.- Las ]9h43.- VISTOS: Agréguese a los autos:

a. Convocatoria a sesión del Reno de: Tribunal Contencioso Electoral Nro. 105-
2025-PLE-’fCE.

1. ANTECEDENTES

1. Conforme a razón sentada por el secretario genera de] Tribunal
Contencioso Electoral) el 20 de septieml,re de 2023, ingresó a través del
correo rtsntucionai de la secretaria general del Trtbuna Contcncoso
Electoral, un escrito firmado por la doctora Lady Diana Salazar Méndez
fiscal general del Estado, que contLelle ulla denunca en contra de las

señoras Nelly Priscila Schettini Castillo y Angélica Ximena Porras Velasco
por violencia politica de género, enrnarcándose en el articulo 279 numeral
14 del Código de la Democracia (fs. 196-212).

2. Conforme consia en el Acta de Sorteo Nro. 213-20-09-2023-SG. (le 20 de
septiembre de 2023; así Como, de la razón sentada por el magíster David
Carrillo F,erru, secretario general del Tribunal Contencioso Electoral, al
momento del sorteo, el conocimienlu de la causa identificadn col] el Nro.
250-2023-TCE, ir coi-respondió al doctor Fernando Muñoz Benítez, juez del

Tribuna] Conlencioso Electoral (fs. 216-218).
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3. E 05 de junio de 2024. a las 0h00. el juez de instancia dictó sentencia en
la presente causa, mediante la cual aceptó la denuncia presentada por la
docora Lady Diana Salazar Ménde& en conira de la doctora Angéica
Ximena Porras Veiasco y la ingeniera Nely Priscia Schettini CastEo, por la
infracción electoral muy grave, de vioencia politica de género tfs. :249-
1284).

4. Las legitimadas pasivas interpusieron recurso horizonta de acaración y
ampliación a a sentencia de 06 de junio de 2024. dictada dentro de la
presente causa fs. 1331-1332), mismo que fue atendido flor el juez a quci
con awo de 12 de junio de 2024, a as [2h00 (fs. 133’-1337).

5. Las denunciadas, asi como los señores: Richard González Dávila, Tomás
Sánchez Jaime, Henry Ospitia Jaramillo, Rafael Cuenca Cartuche. Ramiro
Villaxnagua Vergara y Freddy Carrión lnlriago, en calidad de “integrantes
del colectivo Acción Juridica Popular’, interpusieron recurso de apelación
contra la sentencia expedida por el juez de instancia, quien mediante auto
de 18 de junio de 2024, el juez concedió los recursos interpuestos por las
denunciadas Nelly Priscila Schettini Castillo y Angélica Ximena Porras
Velasco; y, negó el recurso de apelación presentado por los señores;
Richard González Dávila, Tomás Sánchez Jaime, Henry Ospitia Jaramillo,
Rafael Cuenca Cartuche, Ramiro Villarnagua Vergara y Freddy Carrión
Intriago. por no contar con el patrocinio de un abogado, y no haber
justifkado la representación ni la persorleria juridica del colectivo al cual
afirmaron pertenecer (fs. 1371-1372 vta.).

6. Conforme consta en el Acta de Sorteo Nro. 070-19-06-2024-SG, de 19 de
junio de 2024; as’ como, de la razón sentada por el abogado Victor Hugo
Cevalos Garcia, secretario general de) Tribunal Contencioso ElectoraL al
inonicnto de soteo. el conocimiento deI recurso de apelación interpuesto
dentro de la causa Nro. 250-2023-TeR, le correspondió al magíster
Guillenno Ortega Caicedo. Juez de; Thbunal Contencioso Eectoral (fs.
3S- SSG).

7. Mediante Memorando Nro. TCE-WO-2024-0128-M. de 20 de junio de 2024.
dirigido a a abogada Ivonne Coloma Peralta, a esa fecha presiden:a
suh:ngan:e del Tribunal Contcncosc, [ec:oral, el rnagister GuiEerrno
Ortega Caicedo. juez de este Tribuna[, adjuntó su solicitud de exct;sa pal-a

conocer y reso[ver la causa Nro. 250-2023-TCE (fs. 1387-1390 vta.).

8. La abogada Ivonne Colonia Peralta, jueza del Tribunal Contencioso
ElcIt,,al, mediarile Memorando Nro. TCE-ICP-2024-0185-M, de 27 de
junio de 2024 ‘emitió -en sobre cerrado- su cxcusa dentro de la causa Nro.
250-2023-lCE, la cual se sustenta en información que reviste el carácrer de
reservado” fs. 1435-1443).

9. El 05 de julio de 2024 a través de escrito ‘emitido por correo electrónico, la
abogada Angélica Porras Velasco, presentó incidente de recusación en
contra de los jueces electorales, doctores Angel Torres Maldonado y
Joaquiii Viteri Llanga (fs. 1489-1493).
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10. Con auto de 09 de juuo dc 2024, a las 11h26, el juez sustanciadur dispuso:

i) rechazar por extenipoi árieo el incidente de jecusacióri interpuesto cii su
contra. 11) Notificar al doctor Angel Torres Maldonado cori el incidente de
recusación, para que d contestación al mismo. iii) suspender los plazos
para resolver los incidentes de excusas presentados por los jueces
electorales magíster Guillermo Ortega Caicedo y abogada Ivonne Colonia
Peralta; y, iv) Que la Secretaria General certifique qué jueces integrarán el
Pleno Jurisdiccional que conocerá y -esolverá el incidente de recusación (fs.
1506-1510).

11. E] 29 de julio de 2024. a las ] ] h05, el Pleno del Tribuna) Contencioso
Elcctoral resolvió: 1) Negar el incidente de recusación propuesto por la
abogada Angélica Porrns Velasco, en contra del doclor Angel Torres

Maidonado. 11) Disponer que se ccntnúe el trámite para resoLver [os
incidentes de excusa interpuestos en la presente causa (ís. 1642-1652
vta.).

12. E 05 de agosto de 2024. a as 12h29 e Pleno (Tel Tribunal Contencioso
Electoral resolvió: i) Aceptas el incidente de excusa, propuesto por el
magister Guillermo Ortega Caicedo. II) Negar el incidente de excusa,
propuesto por la abogada Ivojine Colonia Peralta (fs. 1674-1683).

13. Del acta de sorteo Nro. 105-08-08-2024-SG, de 08 de agosto de 2024, y la
razón snada por el magster Pai Emilio Prado Chiriboga. secretario
general (Ej del Tribunal Contencioso Eiectora, consta que el conocimiento

de la causa Nro 250-2023-TCE. en segunda instancia, en virtud del

ecurso de apelación interpuesto, e correspondió al doctor Joaquin Viteri

Llanga, juez del TribLinal Contencioso Electoral (fs. 1696-1698).

14. Con auto de 15 de agosto de 2024, a las 12h16, el juez sustanciador

admitió a trámite los recursos de apelación interpuestos en la causa Nro.

250-2023-TCE; dispuso La reanudación de plazos para resolver la causa

principal; ordenó convocar a los jueces que integrarán el Pleno para
conocer y resolver los recursos de apelación; y, que se remita a los jueces el

expediente de la causa en formato digital para su estudin y revisión (fs.
1705-1708 vta.).

15. El 19 de agosto de 2024, a as 17h01, a través de corrro electrónico, la

señora Priscila ScheItin Casi HIn presentó incidente de recusación en
contra del juez electoral Miplente, Roosevelt Cedeño López fs. 1718-1720).

16. Con auirJ de 2 de agosto de 2024. a :as 16h59, el juez susanciador

dispuso citar al juez elecioral recusado, doctor RooseveLt Cedeho López:
suspender los plazos 33 a 1 esolver la causa nr:nc:pal, hasta que se resueva

e incidente (le recusación; t:ert ¡ tcar cué ucces y/o cfln ucccs inegIará:i el
P:eno para conocer y resol-ei- ci incidente de recusación; y. reniiEr a

aquellos el expediente de la causa en formato digitai para su estudio y

revisión fs. 1724-1 726L
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17. A través del Memorando Nro. l’CE-SG-OM-2024-0182-M, de 22 de agosto
de 2024, el magíster Milton Paredes Paredes, secretario general del
Tribunal Contencioso Electoral (E’, certificó que nl Pleno que conocerá y
resolverá el incidente de recusación propuesto contra el juez electoral,
doctor Roosevelt Cedeño López, está conforniado por los señores jueces:
abogada Ivonne Coloma Peralta; doctor Joaquín Viteri Llanga; doctor Ángel
Torres Maldonado; magíster Ana Jessenia Arteaga Moreira; y, doctor
F’rancisco Esteban Hernández Pereira fs 1748-l75H.

18. Con escrito retnitido a través de correo electrónico el 26 de agosto de 2024,
a las 10h08, el doctor Roosevelt Cedeño López, juez e[ectoral, dio
contestación al incidente de recusación interpuesto en su contra {fs. 1756-
1757 vta4.

19. El PLeno del Tribunal Contencioso Electoral, mediante Resolución Nro. PLE
TCB-l-24-09-2024, de 24 de septiembre de 2024, designó al magíster
Milton Paredes Paredes, como secretario general de este Tribunal (fs. 1759-
1760 vta.I.

20. Con airo de 26 de noviembre de 202, a las i4h56 el juez sustanciador,
en atención a que e: Peno del Tribunal Contencioso Eectorai, mediante
Resolución Nro, PLE-TCE-2-22-08-2024-EXT. de 12 de agosto de 2024,
designó a nuevos con;ueces ocasionaies. dispuso que Secretaria Gener& de
este Tribuna ccrtilque qué jueces y/o coti jueces integrarán e] Peno para
conocer y resover el nc:dente de -ecusación propuesto cr,nra e. uez
electoral doctor RooseveE Cedcño López. y se rernita a aqueLos el
expediente de la causa en formato digitai para su es;udio y revisión fs.
1770-1772).

21. De: sorteo de causas efectuado por la Sen etara Genera de Tribunal
Contencioso Electora. corrcspoiid:ó a OS conueces doctor Juan Antonio
Peña Aguirre y magister Leopoldo Javier Larrea Sirnball, integrar e Pleno
pal-a conocer y resolver el incidente de recusación propuesto contra el juez
electoral doctor Roosevej Cedeño Lopez (fs :782-1 784r

22. Mediante Memorando Nro. TCE-SG-OM-20240404-M, de 02 de diciembre
de 2024. el magíster Milton Paredes Paredes, secretario general d&
Tribunal Contencioso Electoral, certificó que el Peno que conocerá Y

resoiverá & incden:e de Tecusaión propuesto contra & juez eiec:ora,
doctor Roosevelt Cccleñc López, está confoi nado por los señores jueces:
abogada Ivonne Cooma Pci-alta; doc:or Jonuir. Viren Langa; doctor Angel
Torres Maidonado: doctor Juat Antonio Peña Aguirre: y. magíster Leopodo
Javier Larrea Simuba (fs. 1787- 1789 vta

23. El magíster Leopoldo Javicr Zarrea Si:nlja mediante escrito remitido a
través d’ corleo elect:ónico ej 04 de dciembre de 2024, a as 3l:5,
presentó su excusa Jara intervenil’ corno mxi ez de lii buna Contencioso
Eiectc,ra, en virtud de haber sido ‘cst;ti:iclo al c rgo de juez en la ciudad de
Guavaqui (fs [795-! 796j.
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24. Con auto de 12 de diciembre de 2024, alas 16h46, el juez sustanciador, en

atención al csc!-ito presentado por el conjuez Leopoldo Javier Larrea
Simball, dispuso que la Secretaría General de este Tribunal certifique qué
jueces y/o conjueces integrarán el Pleno para conocer y resolver el
incidente dr recusación propuesto coziti a el juez electoral doctor Roosevelt
Cedeño Lipez. y remitir e exueclierite (le la Causa en formato digtai para su
estudio y ,rviión (fs. 1802-1804 vta)

25. El 13 de dcicrnbre de 2024, se eftctuó el sorteo por parte dc la Secretaria
General del Tribunal Contencioso Electoral, correspondiendo a la conjueza
magster Ana Jessenia Arteaga More:ra. ntcgrar el Pleno que conocerá y

resolverá c incidente de recusación propuesto contra el juez electoral
doctor Roosevelt Cedeño López fs. 1813-1815).

26. Con Memorando Nio, TCE-SG-OM-2024-04l6-M, de 13 de diciembre de

2024. el rnagster Milton Paredes Paredes, secretario general del Tribunal
Contencioso Electoral. certificó que el Pleno para conocer y resolver el
incidente de recusación propuesto costra el juez electoral, doctor Roosevelt
Cedeño López, está conformado por los señores jueces: abogada Ivonne
Coloma Peralta; doctor Joaquín Viteri Llanga; doctor Angel Torres
Maldonado; doctor Juan Antonio Peña Aguirre; y, magíster Ana Jessenia
Arteaga Moreira (fs. 1818-1821).

27. El Pleno de] Tribunal Contencioso Electoral, mediante resolución emitida el
12 de marzo de 2025, a las 17h41, aceptó el incidente de recusación
interpuesto por la señora Priscila Schettirii Castillo en conira del juez
electoral Roosev&t Cedeño Moreira y dispuso que la causa se rerr.ita a la

Secretana General para que previo sonco, se designe otro juez suplente o
conjuez/a para integrar el Reno para conocer y resolver los i ecursos de
apelación interpuestos en la presente causa (ls- 1860-1866 vta)

28. Mediante aulo de 19 de marzo de 2025. a las 08h46. el juez sustanciador
dispuso reanudar los plazos para resolver a causa principal y que la
Secretaria Geiter& cerrilique qué jueces o conjueces conformarán el Pleno
para conocer y resolver los recursos de apelación nterpt,estos en a
presente causa (fs. 1879-1880 vta.).

29. Con Memorando Nro. TCE-SG-OM•2025-0194-M, de 20 de luarzo de 2025,
el secretario general del Tribunal Contencioso Electoral, seña]ó:

7...) CERTIFICO que el pleno para conocer y resolver los recursos de
apelación interpuesto dentro de la causo Nro. 250-2023-TOE, se
enc’wn ro conformado po,:

Aboqndn ¡uorlne Colonia Peralta;
Doctor Á y.:! Torres Mci ¡donado, y,
Magis U r Jc,c, quii Vite,i Licinga.

Al hoherse agotado los JkiCCtS prIncIpales y suji(etites para COHOCCI y
resol i er fa referido ea uso, se s uqierr. (sir 1 q ze el [‘lepo (le? Trib Ui cli
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Contencioso Electoral, en aplicación del articulo 3, numeral 16 del
Reglamento del Tribunal Contencioso Electoral, declare pertinente la
partLcipaczón de los señores conjueces por congestión de causas’ (fs.
1889-1892).

30. Mediante auto de 25 de marzo de 2025. a [as 16h46, e juez sustancador,
en lo rhndpal. dispuso que en virtud de la cerIfiuación emitida por e:
mags1er Mltor Andrés Paredes Paredes, secretario gerera de este
Tribunal, mediante Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025-0l9’-M, de 20 de
marzo de ‘2025. se oficie a través de la Secretaria General, a la Presidencia
de: Tribunal Contencioso Electoral, a fin de que se convoque al Pleno de
este órgaJlo jurisdicciona para que declare la congestión de causas en el
presente proceso fs. 893-894).

31. A través de la ResoLlción Nro. PLE-TCE-:-27-03-2025-ExT, de 27 de
marzo de 2025. el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, resoivió:

«Articulo 1.- Declarar que evisre irnvoslbiizdc1rd para conformar el
Pleno Junsdiccio’tai por falta de jueces principales y supk:ntes para
conocer y resolver en segunda nstanda la catzsa Nro. 2502023 TCE

Articulo 2- Declarar perrine,ue La participación e ¿ntcqracrdn de
con/T,rres j/o coiijuezas ocasionales paro que conformen el Pleno
iunsdiccionol, previo sorteo del banco de elegibles, para conocer y
resolver la causa Nro. 250-2023-TOE, en virtud de lo determinado en
el numeral 16 del articulo 3 del Reglamento de Trámites del Tribunal
Contencioso Electoral

Articulo 3.- Disponer a la Secretada General, la realízaezón del sorteo
electrónico respectivo, para determinar ¿a competencia de los
conjueces o conjuezas ocasional para integrar el Pleno Junsdiccional.
a fin de conocer y resolver la causa ¡Vro, 250-2023-TOE” (fs. 1905-
1908).

32. Mediante Oficio Nro. TCE-SG-OM-2025-0308O, de 28 de marzo de 2025,
el secretario general de este Tribunal, convocó a las conjuezas y conjueces
ocasionales del Tribunal Contencioso EDlectoral a la diligencia de sorteo
electrónica para designar a dos (02) coTuezas o conjueces, que integrará el
Pleno Jurisdiccional para conocer y resolver la presente causa (1909 y vta.).

33. Conforme el acta de sorteo Nro. 085-28-03-2025-SG, de 28 de marzo de
2025, y certificación del secretario genei-al de este Tribunal el 28 de ma”zn
de 2025, a las 16h50, viti te[eniática se clesignó del banco dc elegibles a los
conjtieces que integraran el Pleno Jurisdiccional que conocerá y resolverá
los recursos de apeLación interpuestos en la presente causa (rs. 191 1-
1915).

34. Con Of:c:o Nro. TCE-SG-OM-2025-0309-O. de 28 de marzo de 2025, el
secrutarir, genel al del Trlx:na] Coinencieso El ettora 1 co:;vocó ni doctor
Rdison Rene ‘Foro Caklerñn y doctor Alvaro Vinicio Ojeda Hidalgo, para que
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integren el Pleno Jurisdiccional que conocerá y resolverá los recursos de
apelación interpuestos, y iemftió el link deL expediente integro que contiene
a presente causa (ls. l [6).

35. El 30 de marzo (le 2025. a las 16h34, mediante escrito ingresado a través
de ventanilla de recepción de la Secretaria General del Tribunal
Contencioso Electora], la ingeniera Priscila Schettini Castillo,
conjuntamente con su patrocinador, presentó incidente de recusación en
contra del conjuez ocasional, doctor Edison Toro Calderón (fs. 1924-1930).

36. El 31 de marzo de 2025, a las 13h32, la ingeniera Priscila Schettini
Castillo, conjuntamente con su patrocinador, presentó escrito ingresado a
Iravés de ventanilla de recepción de la Secretaria General del Tribunal
Contencioso Electoral, con los mismos fundamentos fácticr,s y juridicos del
escrito ut supru, esto es, interpuso incidente de recusación en contra del
conjuez electoral doctor Edison Toro Calderón (fs. 1937-1943).

37. El 01 de abr de 2025. a las 15h39, a través de escrito ingresado por
ventanilla de recepción de la Secretaria General del Tribunal. a señora
Angélica Porras Velasco presentó incidente de recusación en contra del
conjuez ocasionai doctor l3dison Toro Calderón (fs. 1948- 1952)

38. Con auto de 02 de abril de 2025. a las 16h56, el juez sus:anciador. en lo
pnncipaZ dispuso: i) SuspQnder los plazos pare la tramiació,i de a causa
principai. hasta que se resuelvan los incidentes de recusación i;terpuesos.
¿1$ Que Secretaria General del Tribunal Contencioso Eiectoral certiÑque
los conjueces habi[itados para integrar el Pleno jursdiccional que conocerá

y resolverá el incidente (le recusación en contra del conjuez electoral. iii)
Rechazar, por extempornco, el incidente de recusación interpuesto por la
señora Angélica Porras Velasco, en contra del conjuez ocasional doctor
Edison Toro Calderón. iv) Notificar al conjuez electoral, doctor Edison Toro
Calderón, en los correos electrónicos registrados en este Tribunal, con
copia certificada del escrito de interposición de recusación presentado por
la ingeniera Nelly Priscila Schettini Castillo, el 30 de marzo de 2025, y el
presente auto, a fin de que, en el plazo de tres (03) dias conteste al referido
incidente y presente las pruebas de descargo que estime pertinentes. y) En
cuanto a la prueba presentada por la recusante, ingeniera Nelly Priscila
Schettini Castillo, se dispuso: a) Que la Secretaria General del Tribunal
Contencioso Electoral, cerlifique lo solicitado en el numeral “21” de su
escrito de 30 de marzo (le 2025. b) En relación a la reproducción del
contenido DVD-R, de 4 7 GB, (le 120 mm, constante a foja 1923, se
procederá a analizar el contenido de] mismo que será valorado por vi P]eno
jurisdiccio,ia cci,esíicndiente. o) Sobre la exliibk:ián de teléfono de la
recusante. el iuzgadoi no lo cstíuó necesario, por cLLaIlro el contenido es el
mismo areviso en el soporte óptico anexado a su esci to dr ‘ecusacióz. d)
Sobre a petición de que se cer tuue Secietaha General de este
Tribunal si e L

-,

reposteo rer,lixodci (sic) desde lo çij cutí, de X
perteneciente al Conjue Ocasional Dr. Edison Toro’, no se aliende. ya que

no corresponde a las con:1je encias scñalaclas a la Seerctora General del
Tribuna Contencioso Eectoral (fs 1957- 1960 vta
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39. Con Oficio Nra TCE-SO-OM-2025-O334O, de 03 de abril de 2025, el
secretario general del Tribunal Contencioso Electoral convocó a [as
conjuezas y conjueces ocasionales del Tribunal Contencioso Electoral a la
diiigencia de sorteo ejectrónico para designar a un/a 0fl conJuez!a que
integrará e! Peno Jurisd:ccionai para conocer y resolver el incxiente de
recusadón nterpueslo en contra del conJuez electoral doctor Edison Toro
Calderón, dentro de :a preserve causa (ls. 1969 vta,).

40. Confonue al acta de sorteo Nro 087-03-04-2025-SG, de 03 de abril de
2025. as] como, de la razón sentada por el secretario general de este
Tribunal, se reaizó el sorteo de la conjueza o corijuez que integrará e: Pleno
Jurisdiccional para conocer el incidente de recusación en contra del
conjuez ocasional Edison Toro Calderón (fs. 1971-1973).

41. Con Oficio Nro. TCE-SG-OM-2025-0337-O, de 03 de abrii de 2023. &
secretario general de este Tribunal convocó al magíster Marcow Alberto
Rodriez Sandoval, conuez ocasional, para integrar e PLeno
Jurisdicciona para conocer y resolver e: incidente de recusación
interpuesto en contra del conjue2 electoral doctor Edison Toro Calderón (ls,
97&vta)

42. Con Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025-0227-M, de 03 de abril de 2025, el
secretario general del Tribuna] Contencioso Electoral certificó que el Pleno
Jurisdiccional para conocer y resolver el incidente de recusación
interpuesto en contra del conjuez electoral doctor Edison Toro Calderón, se
encucntra conformado por [a abogada Ivonne Colonia Peraltu-. el doctor
Angel Torres Maldonado; el magister Joaquín Viteri Llanga; el doctor Alvaro
Vinicio Ojeda Hidalgo; y, el doctor Marcow Alberto Rodríguez Sandoval (fs.
1976-1987 vta)

43. Mediante Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025M228-M, de 03 de abril de
2025, el secretario general de este Tribunal dio cumplimiento a lo dispuesto
en el acápite “QUINTO”, del auto de 02 de abril de 2025, a las 16h56 fs.
1982- vta.).

44. Con escrito de 08 de abril de 2025, a las 16h58, la abogada Angélica Porras
Velasco, solicitó se amplié el auto de 02 de abiil de 2025, a las 16h56, en el
que se niega su ecusación (fs. 1987).

45. A través de auto de lO de abril de 2025, a las 16h46, el juez stistanciador
dio por atcndida la petición de ampliación solicitada por la denunciada
Angélica Forjas Velasco, y, scñaló para el 14 de abril de 2025 a las 10h30
[a di[igcncia de constatación del contenido del DVD-7, de 4.7 OH, de 120
ni i u ti tos de ca i mc idad p ‘ • xcii Vado como prueba por la rcc usa’ i te P ri xci la
Schettini Castillo (fs. 1990 1992 vta.).

46. 2 4 de abri. de 2025. a :as 10h30, se efeciu6 la diJgenca de consIatició’:
del con!eiijdn de DVIi-7, de 4.7 03. de 1-20 minutos de ‘pncidad,
p,-exenado coito nteba por a recusante Priscila Schettin Castillo, con la
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intervención del juez sustanciador y del magister Milton Paredes Paredes,
secretario general de este Tribunal, y cuya acta obra de fojas 200! a 2002.

47. El Pleno de] 1’j-jl,iinal Contencioso El&ctoi-al, mediante resolución emitida el
23 de abril de 2025, a las 18h22. negó e] inci,len[e de recusación
interpuesto por la señora Priscia Schettini Casulio ci! cotilla de colijuez
ocasional, magister Edison René loro Calderón, y por tanto, e referido
cor.juez electoral se encuentra habilitado para conformar el Pleno del
Tribunal Contencioso Electora; encargado de conocer y resoiver [a causa
princip& (f5 20]4-202l vta..

48. Con Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025-0327-M: de 25 de abril de 2025, el

magister Milton Paredes Paredes, secretario genera! riel Tribunal
Contencioso Ek,ctoraL, nformó que la Secretada General elaboró el Oficio
Nro. TCE-So-OM-2025-0374-O, por eL cual certificó lo solicttado por la
abogada Angélica Ximena Porras Velasco en su escrito de 08 de abril de
2025, sin que hasta la presente fecha haya sido retirado por la peticionaria”
(fs. 2024).

49. Mediante auto de 28 de abril de 2025 a las 15h58, el juez sustanciador
dispuso reanudar los piazos para resolver la causa principal, y que la
Secretaria General certifique qué jueces o conjueces conformarán el Pleno
Jurisdicciona) para conocer y resolver los recursos de apelación
interpuestos en la presente causa (fs. 2030-2031).

50. A través del Memorando Nro. TCE-SG-OM.2025-0365-M,de 28 (le abril de
2025. : magíster Mihon Paredes Paredes, secretario general del Tribunal
Contencioso Eectorai. certificó que ci Peno para conocer y resolver los
recursos de apeación ir.:erpuesros en La presente causa esta conformado
por la abogada Ivonne Coloma Peralta; doctor Ang& Torres Maldonado;
magíster Joaquin Viteri Llanga; magister Edison Ren Toro Caiderón; y,
doctor Avaro Vncio Ojeda L-lidago fs. 2038-2042 vta.).

51. E: 30 de abril de 2025, a las lhl. la abogada Angéica Porras Velasco.
mediante escrito soicitó se e disponga certificar: “(q Si los señores
corj,eces ocasianczies Dr. Edison Toro y Alvaro Ojeda, que conformo,, el
pleno para resoluer el recurso de apelación (.)‘(fs. 1328).

52. El 30 de abril de 2025, a las 14h27, la señora Angélica Potras Velasco,
mediante escrito interpone Acción [xtraordinaiia de Proteccxin.

53. Con auto de 0] de mayo de 2025, a as 13h16, el juez sustanciador
dispuso: i) remitir el expediente original a la Corte Const ¡tucional. ji) A
través de Secretaria General previo a la remisión del expediente de la
presente Causa a la Corte Constitucional, deíe copias çlthidamente
cciii ficar] s iii) Continuar con la 1 r iii ación de [a causa pr n

-

,al a fin de
resolver los ecursos de apelación nterpticstos (fs. 2055-2056) -

Con a:teeedc,:rcs expuestos, y psr corresponder al estado de la causa, se
a analizar y resu:ver:
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It. CONSIDERACIONES DE FORMA

2.1. Competencia

54. De conformidad con el articuo 221! numeral 2. de la Const:tuciLn de la
República, e Trhu,,& Cnnencioso [llectoral tiene. e:tre sus atribuciones:

2. Sancionar por incumplimiento de las normas sobre
flnanciclrnien!o. propaganda, gasto electoral y en general por
i,ulrieroc;ón de normas elecro rafes”

55. De conformidad con el articulo 268, numeral 6. de la Ley Organica
LlectoraI y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código
de la Democracia, en concordancia con el articu:o 4, numera 6 de:
Regarnento de Trámites del Tribuna: Contencioso EectoraL el Tribuna:
Contencioso Eectora es competente para conocer y resolver lo siguiente:

.) 6. Recursos !loTi2oflrnieS y verticales referentes a sus sentencias,
atuos y resoluciones

56. En virtud de las invocadas normas juridicas. el Pleno de Tribunal
Contencioso E]ectoral es competente para conocer y resolver los recursos

verticales de apelación, interpuestos en contra de la sentencia de instancia,
expedida el 06 de junio de 2024, a las 10h00.

2.2. De la legitimación activa

57. La doctoj-a Angélica Porras Velasco y la ingeniera Nelly Prisdila Schettini
Castillo son legitimadas pasivas en la presente causa, en virtud de la
denuncia pi-opuesta por la doctora Lady Diana Salazar Méndez, fiscal
general del Estado; por tanto, al ser parte procesal, cuentan con
legitimación paja interponer recurso de apelación en contra de la sentencia
expedida por el juez de instancia.

2.3. Oportunidad para la interposición del recurso

58. El articulo 2 l del Reglamento de Trámites del Tribunal Contencioso
Electoral dispone que la apelación, salvo en la acción de queja, se
interpondrá dentro de los tres dias contados desde la última notificación.

59. De la revisión del expediente, se advierte que el juez de instancia dictó
sentr:ncia el 06 de junio de 2024, a las 10h00, por la cual aceptó la
denuncia propLiesta e impuso sanciones a las legitimadas pas[vas «
1249-1284).

60. Las denunciadas, Angélica Porras Velasco y Eelly Pricila Schettitu Castillo
ternusieron ecu:s o horizontal de aclaracó:: y nr’ pl :scion de a sen ten cia

e: 07 de junio de 2024. a las i6h25 y l6t29. respetiva:neiite ífs 328-
333). petició:: qut fue atendida por ¿ :uez de :nslancia median te auto de
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12 de junio de 2024, a las 12h00 (fs. 1334 a 2337), y notificado en la

misma fecha, conforme consta de la razón senada por la secretaria relatora
del despacho del juez a quo (fs 1343 y vta)

61. Las Jegitimadas pasivas interpusieron recurso de ape1ación contra la
sentencia de nstanca. med[an[e escrito remtdo a través de correo
electrónico e 5 de unjo de 2024. a las 16h57 fs. 1348- 1354); y. de

manera adividual. ¿ 17 de junio dc 2024. En consecuencia, e recurso
vertical interpuesto cumple el requisito de oportunidad.

Una vez veriñuado ej cumplimiento de os requisitos de íorms se procederá a
cfectuar el correspondiente análisis de fondo

III ANÁLISIS DE FONDO

3.1. PrincipaLes argumentos de la sentencia recurrida

62. En la sentencia de instancia, el juez a quo expuso, en lo principa], los
siguientes arimentos:

62.1 Que cualquier persona, independiente de si es hombre o mujer, y
sin perjuicio de su identidad de género, puede incurrir actos
constitutivos violencia politica de género.

62.2. Que atendiendo a una interpretación sistemática rIe la normativa
electoral, la violencia polilica de género contra las mujeres. pueden
tratarse de cualquier tipo de ataque, sea este fisico, verbal.
pscológicn. serual, económico o de cualquier otra índole.

62.3. Que el ámbito de protección tuicia las mujeres !to se ¡imita a
aquelas que realizan acriv:dades que tienen repercusión en la vida
sodal y nühiica. sino que se extiende a sus farnihares. en tanto se
trata de mujeres que por su vinculo afectivo pueden ser blanco de
ataques, con el objeto de ejercer presión en contra de una vctinia
principal, cuya voluntad se pretende doblegar.

62.4. Que ha quedado probado que las denunciadas dirigieron ataques a
a fiscal generai del Estado por la supuesta copia de la tesis de

grado, utilizando expresiones como; “lndy impericias’, lady copra»,
‘lady ¡‘asLe’ entre otros, que son usados como hashtags en los
que se sugiere que la doctora Salazar es culpablc de copiar o
plagiar el ti-abajo de otros, habría incurrido en plagio académico,

62.5. Que si bien Lady es el nombre de pila de la doctora Diana Salazar
Méndez, el nombre que utiliza en sus actuaciones públicas es
Diana; y, que, el uso de la palabra Lady, de forma irónica en las
variantes utilizadas: #ladyltnpericias, #LadyPaste, $LadyPlagio y
#LndyCopia, en el contexto (ir- los ataques sstematieos descritos en
esta se,ilcncia en contra de la doctora Salazar, adquiere una
coimotnc,ón de género, en tanto asocia características peyorativas,
por cuanto asumen que las “damas o “mujeres” por el solo hecho
de se,2o, tienden a cometer impericias. iigerezas origii;adae en su
falta cje diligencia.
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62.6. Que la campaña desplegada para crear [a falsa convicción de que la
señora fiscal general del Estado plagió su trabajo de titulación,
alcanzó niveles de escarnio público, y burla, hasta llegar a la sátira
absurda de emitir tui comunicado con lo que habria sido un
‘modelo de renuncia”, sugiriéndole a [a doctora Diana Salazar que
tome el texto, lo copie y lo presente; puesto que, de acuerdo con su
nivel intelectual, la señora fiscal general, no estaria en condiciones
de redactar, por si misma una carta de renuncia,

62.7. Que las agresiones directas realizadas por las denunciadas en
contra de la doctora Diana SaLazar Méndez han tenido por objetivo
denigrar su condición de mujer. profesional y autoridad.

62.8. Que a los agravios proferidos en contra de [a doctora Diana Salazar
Méndez, se suman una acusación en contra de su sedora madre,
quien habria denunciado actos de acoso en contra de su hija, ante
las autoridades competentes y que además las denunciadas
exhibieron públicamente en el ugar de trabajo de la denunciante,
la imagen de su hermana, Jazminm Salazar Méndez, con el propósito
de ejercer escarnio público sobre ella, como mecanismo indirecto de
presión en contra de la señora fiscal genera.

62.9. Que en conclusión, se puede afirmar que existió violencia poEtica
de género contra la doctora Lady Diana Salazar Méndez; que las
denunciadas, ingeniera NeJy Priscila Schettini Castillo y doctora
Angélica Ximena Porras Velasco. ::evaron a cabo una serie de
agresiones directas e indirectas, con la intención de descalifkar:
desacredtar y obstacuHzar el elercino de sus funciones como fiscal
general dei Estado, lo que incuvó denuncias ante instituciones
púbRcas soicitando la revocación de su tiluo profesional y la
difusión de mensajes denigrantes en redes sociales, utilizando
términos como “Ladylnipericias, #LadvPaste, #LadyPlagio y
#LadvCopia. que buscan menoscabar su imagen pubica y
profesional. basándose en es:er@otipos de género

3.2. Fundamentos del recurso de apelación interpuesto

63. Las denunciadas, Angélica Porras Velasco y Nelly Priscila Schettini Castillo,
fundamentan su recurso de apelación (fs. 1348-1352 vta.), en lo principal,
en os siguientes términos:

63.1. Que el 08 de mayo d 2024, un dia antes de la realización de la
audiencia ojal única de prueba y alegatos convocada la docrora
Angéica Pon as Velasco ::io:mno al juez de instancia que, corno
abogad a en 1 bit e e rc cia. hab ja s d o co u vocad a con ar:tic’ pación a
una audiencia dentro de ‘1:1 uroceso consti:uciona dc habeas data,
en la que delia patroc; nar a u rius clientes, por o cual solicitó
difemimnieno de la audiencia señalada en la presente c:ausa No
obstante. el uez de instancia nan:festó que es conocido que las
acciones de gala ntas constitucionales rio requicreil patrocinio de
a hogadus. y que sus cientes debían ir solos a dicha audwncio”: o
que (:0:15 ideran como ‘po rcicilizoc,á, y falta de nhjetiidad” de: uez.
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puesto que -afirman las rucurrentes- “[I/o Fiscal General solicitó
PUfltíS veces diferimienno de lo audiencia”.

63.2. Que la denunciada Priscila Seheelini Castillo soliciló se difiera la
audiencia, al haber designado como patrocinador al doctor Freddy
Carrión, quien se encontraba privado dc a libertad y a quicn debió
otorgarse as aciidades para preparar la dcícnsa; pero también se
negó a petición de difcrrniento de :a audiencia. y no se notifico
dicha decisión al -doctor Fredrtv Carrión, : que afecta e derecho a
la defensa y ger.era la nuidad del proceso pues Se es asignó
defensores públicos, a pesar que ellas contaban con defensores
técnicos prxados.

63.3. Que uara determinar la responsabElidad de a denunciadas, el
juzgador “fd)ebiá indiLiduaiizat todos los actos que constituyen
;inIe,tcia política de g.nero, es decir aqueflos estereotipos de
violencia de género que afectan a la denunciante en su rol de mujer y
no de autoridad pública (.. .7’; pues, dicen la recurrentes: ‘/s/egún la
denunciante, los actos de acoso político emitidos por las
cornporecientes vio redes sociales, se suman a las denuncias
presentadas en la Universidad Central del Ecuador en la que obtuvo
su titulo de ahogada la Fiscal General del Estado, con el objeto de
que seo retirado su título de abogada por plagio (...) se ha generado
actos intirnidatorios ante el Consejo de Participación Ciudadana y
Control Social, haciendo mal iso de las audiencias públicas con la
j7rialidad de menoscabar su imagen. También denuncio que constan
pedidos de destitución ante el Consejo de la Judicatura”.

63.4. Que la sentencia recurrida no especifico los estereotipos utilizados
por la corrwarcc:ente que han constituido violencia política de género,
a tal punto que la denunciante aleya actos de acoso político a las
denuncias j,reseriradas en los Órganos de control, que son
justamente los encargados dc solucionar y resolver las denuncias
por actos de deshonestidad académica que hemos señalado (.7’.

63.5. Que a denunciante es irnputó que. por medio de un indebido uso
rIel derecho, le han proferido insultos corno “irieptn, incapaz.
ignoran te, corrupta, 10/20, nientuosa, fraude. ludrotio. con
problemas en el conoci,nento del derecho penal”; y, agregan que, en
el evento de que se hubiera probado que dichos adjetivos
provinieron de las den iinciadas, ¿qué estereotipo se refiere a ella en
su condición de mujer?, nies dichos calificativos no constituyen
estereotipos de género, orientados a descalificarla por el hecho de
ser mujer, sino que están orientados en atrihtnr un calificativo en
función de su capacidad profesional y honestidad intelectual.

63.6. Que la ‘acusación y la certeza del cometimiento de plagio no se
discute ni forma parte cíe la denuncio de violencia político de género,
polqi r’ rio co ti s tito ye uit es tereotijo de género’.

63.7. Que según la sentencia de insiaricia, se ha probado que a doctora
Angélica Porras Velasco, en tui medio de coniunicaclon digital, al
re Ceri rse a la fi scsi gen eral mr’ ni les 16 que: ha ¿ levado adela ti te su
ges’ hó amen cao,, do, allano ndo, ir íe ,;do’, y qu c todos (os
poderes están en manos de Diana Saluzo?: sin c:nbargo, este tino

de atir’uacones no se aclectian a un estereodpo de gÚ!;c:u y que:
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‘más bien el jLL7gador está vulnerando el derecho a la lil,ertad de
expresión, puesto que se está hablando de una autoridad páNica
que tiene un rango de tolerancia mayor frente a las criticas que al del
sunple ciudadano,

63.8. Que el juez a quo les atribuyó” haber diriqdo mensajes rnusiros,
condEscc,: res, Sistemáticas, dmadas de aftas caigas peyorativas en
contrr., de uno mujer polfti ca, con el cian propósito de exacerbar o la
opinión pública parc, amplificar mensajes ,n&entos, discriminatorios,
contrarios al espeto a ¿a dignidad de una mujer poifticU”, de : cttal
concluyó que: fcIonsritsyen acros de violencia puitticc, indirecta,
aue alcanzan su dimensión de género, en tanto tienen por propósito
nirnoscabar el ejercicio de los derechos de participación política de
una mujer-, lo cual es sancionado, como infracción electoral muy
grave por el Código de la Dernoc,-acin’.

63.9. Que existen plemsas erradas en ja sentencia de instancia:
primero, que a crtica, para e uzgador de instanc:a. constituye
una agresión; seindo, que os mensajes masivos, están dirigidos
cori ¿ caro propósito de exacerbar a :a op:nión púbiica; y, tercero,
que la fiscal gencra es un sujeto politico, una mujer poktica,
cuando expresaniente su función es técnica y cIa se encuentra
alejada de cualquier tipo de consideraciones o cai[icat[vos liticos

64. El ]7 de junio de 2024. a las 16h54, a denunciada Angélica Porras
Velasco, interpuso nuevo escrito de apelación (fs. 1357-1361), que contiene
-en lo principal- los siientes fundamentos:

64.1. Que la sentencia de instancia declaró responsables de la infracción
denunciada a la ahogada Angélica Porras Velasco y a la ingeniera
Priscila Schettini Castillo; sin embargo, en el punto dispositivo 5.3
st ordena que el Colectivo Acción Jurídica Popular, en su cuenta de
la red social “X”, publique disculpas públicas por el lapso de 180
dias. así como disculpas a la hermana de la denunciante por el
lapso de 3D dias.

64.2. Que la fiscal general del Estado “/nJo propuso acción o so/icitó se
declare responsable al Colectivo Acción Jurídica Popular, menos que
se ordene alguna acción respecto del mismo”, ya que dicho colectivo
no fue parte procesal.

64.3. Que el falLo omite señalar cuáles son los estereotipos de genero que
“supuestarncttte habríamos usado en nuestras publicaciones para
generar violencia política de género en contra de la Fiscal General del
Estado Lady Diana Salazar Méndez; que e/fallo deja entre ‘e, que la
actsació” de plagio sería netamente patrimonio de las mujeres.

64.4. Que eL juez de instancia las consideró responsables de la
infracción, porqic con su acusación provocaron que algunas
ÇLICI1UIS generen interacciones en contra de la fiscal general del
6stado, y, agrega que: Nosotras no pudimos entrar en ¿as mentes
de las personas y orcle,tarles que haga;i o dejen de hacer
0017?tntnnos el tal o cual forma’.
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64.5. Que la sentencia csti llena de falacias, Pucs señala que con su
denuncia han obstaculizado el ejercicio de as flinciones de La fiscal
general del Estado, afirmación que niega La reetirrente.

64.6. Señala que ‘Lo existe prueba alguna de ninguna exprrsión que haga
alusión a un estereotipo de género o de índole étnico’; por o cual
solicita “se revoque ¿a sentencia impugnada y se ratifique la
inocencia de las denunciadas”,

65. El 17 de junio de 2024, a las 16h58, a denunciada, ingeniera Priscila

SchetHni Castillo interpuso un nuevo escrito de apelación (t’s. 1 362-1370),
mediante el cual señaló lo siguiente:

65.1. Que existe falta de legitimación activa por partr d€ la fiscal general
de] Estado para denunciar, pues el articulo 280 rIel Código de la
Democracia seña.a que son sujetos de protección en los casos de
violencia j[itica de género. entre otras, ‘las mujeres designadas o
que ejerzan ‘ni cargo pühlico’ xn ello, afirma: “ejercer un cargo
p’iblico no es causrii suficiente para la protección Jrerte 0 la dolencia
política de género, pues de lo contrario toda scnidora o funcionada
pública (...) serian sujetos de protección del Tnhunal Contencioso
Electoral, cuando a competencia de éste como órgano encargado de
administrar justicia en materia etecrorai, se circunscribe en
garantizar los derechos políticos y de panIcipaciór de la
ciudadanía’

65.2. Que se debe diferenciar, a efectos de determinar a compelencia de:
Tribunal Contencioso lectoiai, enrie una mujer que participo en (a
toma de decisiones o representa intereses públicos y por lo tanto, su
rol y actividad políticas los convierten en u/erinias de uiolencic,
política de género; y, aquella persona que ocupa un cargo público y
cuyo escrutinio se centro en la competencia técnica, la ioiparciahdad

y la integridad profesional”.
65.3. Que el juez de instancia atribuye una representación o Legitimación

activa que no tiene la Fiscal General del Estado (,,) sostiene que la
denunciante cLwnta con legitimación suficiente para inteiponer lo
presente denuncio por ocupar un cargo público; análisis básico y
precario que evidencia la pcsrcialización de su resolución al estirar el
alcance de la no nno a ftincionarios públicos que, como la Fiscal
General del Estado y demás autoridades de las i,isituciones de
control del Estado están sometidos a la crítica legítima que es
esencial pa ro la (‘un sj,aren cia q la rendición de citen tas en una
democracia”.

65.4. Que e] juez de in si afluiR, a] sancionar la presuni volcncia política
de género, “por haber denunciado ci piacirn cornee/do ¡nr Ir, Fiscal
General en su tesis de g•rdci así como cr1 sr, (Vlicuio publicado en
una revisto jundicci, van cnt contra de la libe rwd de cxp,’esión porque
las críticas ic-gi:imcIs emitidas por las acolo, ‘ocias. bc,sudas en
hechos sobre el dé’semueño profesional de Ir, Fiscal General de
Estado, ni, Ira puc’dcn ser i’istas como violencia política de género”.

65.5. Que ias expresiones que han proferido y puiii’adn en medios y
redes sociales ‘esáii husadas en hechos cwrtos que confrontan la
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legtirnidad en el cargo y (a integridad de la de,zunciante”; y. que ec
e: evento de que dichas expresiones constituyan discursos
Wfarnatorios o calumniosos que puedan dañar la reputación de una
persona, “existe fa justicia común a la que ella hubiera acudido corno
titular de la acción penal paro hicer valer sus derechos frente a (ci
calurn,uc, o injuria de la que supuestamente ha sido sujeta con la
denu,icia de piag:o’

65.6- Que se ha afectado el dei-echo a la defensa, pues se a declaró en
rehel&a y se le asignó una defensora pública. o cual cabe solo
cuando el accionado o presunto infractor no cuente con un
patrocinador privado: pues la recurrente contaba con la defensa de
un abogado privado, al que designó ‘el día anterior a a audienc,u
del 9 de moyo de 2024’.

65.7. Que la resolución que impugno “no especifico los esterrotios
utilizados por la compareciente que han constituido violencia política
de gétero, a tal punto que o denunciante alego actos de acoso
político a las denuncios presentadas en los órgano de control, que
son justamente los encargados de resolver las denuncias por actos
inmorales y de deshonestidad acadé,nica”.

65.8. Cuestiona, “cómo es posible que estas denuncias puedan constituir
violencia policía de género, quiere decir acaso el juez Muñoz que
están prohibidas las denuncias en contra de ,lujeres por ser
mujeres, más aun cuando además de ser ciertas y que la
denunciante no ha podido desuinitar constituyen actos de control
social ejercidos dentro del mós amplio concepto de derecho
constitucional a la libertad de expresión.

65.9. Que no se puede considerar las denuncias por plagio corno una
amenaza iii abuso dci derecho, pues les asiste el derecho de
accionar. e: cual no puede ser restrLngido; que no se han anulado
los derechos poSticos de la denunciante, ‘pues la señora Salazar
puede votar y ser ,otada. no así nosotras, a quienes si se nos ¡la

quitado derechos poiíacos’.
65.10. Que tampoco han tenido como objeto, peor como resultado, la

‘enuncia al cargo de la fiscal general del Estado, no solo que
toda uía lo ejerce. sino que resulta a lo luz de los ¡echos que son de
dominio público. risible pensar que ese objeto era posible, pues si la
4 sa nl bea Nacional 1,

. -)
no po rio uzga rio e ‘i ;wcio político, cómo das

ciudczcta,,us de a pie podríamos lograr que renuncie’.
65.11. Agrega que más bien parece qu la intenc;ón de la denunciante, es

:i:irahe sus derzc:cs politicos. no vaya a se’ que, afirma. ‘osemos
pon sor en U fl a cai dido tu rrj po? fUco”

65.12. Que en relación al numeral 7 del articulo 280 del Código de la
Democracia, para que se configure la supuesta infracción, es
necesario que la divulgación de mensajes se base en estei-eotipos de
género; que al parecer hay confusión en el juez de instancia para
determinar lo que es estereotipu de género que de acuei-do al
articulo 4 de la Ley para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres, es toda preconcepción dc atributos y características
poseidas o papeles que son o deberiari ser ejecutados por hombres
y mujeres, respectivamente.
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65.13. Que “el único que actúa con prejuicio aqui es el Juez Muñoz que
considero que por el hecho de ser mujer uno autandad no puede ser
cuestionada o denunciada por plagiar en su tesis y en un articulo
científico y que cualquiera que se oponga riF poder debe ser
castigado”.

65.14. Que ci juez “debía mínimamente preguntarse si es posible ¿a
víolc,tcia político de género de una mujer a otra mujer, si como hemos
dicho, la génesis cstá en la relación de doniiriación que ejeceti los
hombres respecto a las mujeres.

65.15. Que ‘las críticos y denuncias presentadas contra ¡a Fiscal General
del Estado por el pluqio cometido en la tesis para obtener el titulo
profesional sonto el pies gio del articulo jurídico publicado en la revista
de la Universidad Central del Ecuador (.. .} no sai] más que
expresiones ejercidas dentro de la liherlad de expresión”, que el juel
de instancia estaba en la obitqac!Ón de wteinr.

65.16. Socita se revocue la sentencia impugnada y se ratiflque la
inocencia de las dtiiuiu:adas.

3.2. Análisis jurídico del caso

66. Para resolver la presente causa, este Tribunal examinará los puntos a los
cuajes se circunschben ¡os recursos de ap&ación interpuestos, en
cnntrase con a sentencia subida en grado: a: efesio, este órgaxo
jurisdiccions electora: estna necesario plantrear los siguientes problemas
juhdicos:

66.1. ¿La denunciante y las denunciadas cuentan con legitimación
activa y pasiva, respectivamente, en la presente causa?;

66.2. ¿Las denunciadas fueron afectadas en el ejercicio de su
derecho a la defensa, por habérseles asignado defensor público
para su patrocinio?; y,

66.3. ¿Las denunciadas, Angélica Ximena Porras Velasco y NeIly
Priscila Schettini Castillo, incurrieron en la infracción electoral
de violencia política de género que se les imputa en la presente
causa?

67. Para iniciar, es necesario definir previamente lo que se entiende por
violencia politica en razón del género, para cuyo efecto, la Sala Superior del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación de México, en la
jtirispruclencia 48/2016, ha stñalado:

«La violencia ;iolíticu rvi,tra las nuijercs comprende todas aquellas
acciones u omisiones cte persol a e sm, duras o sen.ndúres púhhcos que
se dirige, a vilo lje r (en rozón de é, i Cro). tw,ie “rl ¡r7Ipaco
diferenciado e,, ellas o les afectan desoroporcionodotncite, con el
objeto o resultado de ,nenoscabar o anular sus derechos político
cIsc to,a les, u c:íuqc 1] (fC el ejercicio del ca rqo

pa Paoia Raye. Cuevas; Vioennn it ron ra as mztflrs n El!’’ del c . s y casos d,S
E: wlç’ 1 2017- 2: — Serie suen Gohfrr,:o N,. 25. pp ‘—20. 20 8 - 7v :da’ - Mt x-... rs, tpdiss Po!I ios
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68. En el ámbito internacional de la protección de los derechos humanos, es
importante destacar la aprobación de la Convención Belem do Pará en
1994, a partir de la cual, América Latina y el Caribe han avanzado
significativamente en la adopción de marcos legales orientados a prevenir,
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, por tanto, este
tratado ha sido -en esta región- “un inst,-umento impulsor de la uisibilización
de f.c violencia histórica que sufren las mujeres en todos los ámbitos y,
además, ha instalado la necesidad de que los Estados se comprometan al
respecto, con el especial pmpósito de proteger los derechos humanos de este
grupo sociaf”2.

69. En concordancia con las normas internacionales de protección de derechos
humanos, en el caso concreto de las mujeres, a partir de la Ley ieformatoria
del Código de la Democracia, publicada en el RO. -Suplemento- No, 134,
de 3 de febreio de 2020, se tipifica La infracción electoral muy grave de
violencia política de género, contenida en el numeral 14 del artículo 279 del
citado cuerpo normativo.

70. De su parte, el articulo 280 del Código de la Democracia en armonia con la
doctrina y las normas internacionales de derechos humanos ya invocados,
define a la violencia política de género en los siguientes términos:

“Art. 280.- Violencia política de género, es aquella agresión cometida
por una persona o grupo de personas, directa o indirectamente, contra
las mujeres candidatas, militantes, electas, designadas o que ejerzan
cargos públicos, defensoras de derechos humanos, feministas,
lideresas políticas o sociales, o en contra de su familia.

Esta violencia se orienta a acortar, suspender, impedir o restringir su
accionar o el ejercicio de las funciones propias de su cargo, o pura
inducirla u obligarla a que efectúe en contra de su voluntad una acción
o incurra en una omisión, en el cuniplirniento de sus funciones, incluida
la falta de acceso a bienes públicos u otros recursos para el adecuado
cumplimiento de sus responsabilidades (...)“.

71.. Dicha norma electoral tipiflea varias conductas, entre ellas las siguientes:

“1. Amenacen o intirnide,i en cualquier forma a una o varias mujeres o
a sus familias, y que tengan por objeto o resultado anular sus derechos
políticos, incluyendo la ‘enuncio al cal-go o fiutcíón que ejercen o
postulan.

7. Divulguen imágenes, mensajes o revelen información de las mujeres
en el ejercicio de sus derechos políticos, por cualquier medio físico o
virtual, en la propaganda politica electoral o en cualquier otra que.

y Administrativos A.c. — Ver en iflxLLryis[abueLigubcmo.orgJhurnLJwp.
ççj1rn!J upk.nds/ 7ri 18]’
2 Ver en “Volenck1 coiitri as wjercs en polilrca CFT Arnrica Lnrüta: Mapea iegsIntitjo y Proyectos Parhn,,e,,tc?nos’
Con,,sión Interamericana de rvILtjw-es OEA-dM MESECVI / ONU MUJERES: año 2020- Øg. 9
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basadas en estereotipos de género transmitan o reproduzcan relaciones
de dominación, desigualdad y discriminación contra las mujeres, con el
objetiuo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos
políticos”.

72. En relación al primer problema jurídico, es necesario hacer algunas
precisiones, en cuanto a las alegaciones de las recurrentes, respecte de los
siguientes asuntos:

Ve la legitimación de la parte denunciante:

73, Las recurrentes sostienen que la doctora Lady Diana Sajazar Méndei, fiscal
general del Estado, carece de legitimación activa, puesto que: fi/os sujetos
políticos objeto de prateccfón respecto de la vio/encia política de género son
aquellas personas especiaintente inz’oiucmdas en la i.’ido política: y que: en
las actas j a,chivos del concurso e’! mención qsc reposan en el Consejo de
Participación Ciudadaj!c, j Control Social consta que ella •se refieren a a
denunciante- no pertenece a ningún partido político, no tiene afiliaciÓn
política ni tampoco es considerada mujer polirica” (ver fojas 1 3h2 y vta.).

74. A: respecto, de conforlnidHd ron io dispuesto en el articulo 280 de; Código
de la Democracia, son sujetos de protección contra los actos de vioiencia

poitica de género: las mujeres candidatas, militantes, eectas, designadas
o que ejerzan cargos públicos, defensoras de derechos humanos.

feministas. lideresrss políticas o sociales, o en contra de sufrimilia”.

75. 61 articulo 10 de [a Ley Orgánica para Prevenir y Erradicar la Violencia

contra las Mujeres, con base cii los instrumentos internacionales de
derechos humanes y el Código Organico integral Penal, define varios tipos
de violencia, entre eLlos la fisica, psicológica, sexual, económica,
patrimonial, simbólica, gmeco-obstétrica y politica. De ello se desprende
que la violencia ejercida contra las mujeres en la vida politica es un tipo
particular de violencia de género, que se produce por el hecho de ser mujer
y participar en el espacio público y politico, y constituye una grave
amenaza para la democracia.

76. La violencia politica de género busca restringir y limitar a capacidad de las
mujeres pal-a influir en os espacios de torna de decisiones Por esta razón,

la legislación ecuatoriana protege el derecho de las rnueres s vivir libres de
toda forma de violencia y discriminación en el ejercicio de sus derechos
politicos; garantiza tarnhén el derecho a vivir libres de eslereolipos y de
pi-árticas sociales y rullurales basadas en conceptos de inferjoridrid o
subordinación Asnii xmo. busca asegurar qi e las mujeres ejerzan
p.enamente sus clt eches politicos y participe o de forma pan a ri!1 y eji

condiciones de igualdad en todos os espacios y funcrones de la vda ,oftica
y pública.

77. n la presente causa, a den, incianU-. docrora Lady Diana Salazar Méndez,
ostenta el eiercicio de :n cargo Fúblico: fiscal gencra riel Estado, lo cual
con Sta acred ita do en autos, a d em ás de ser un hecho de con oc :111 (‘E lo
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público y notorio; por tanto, contrario a lo alegado por las apelantes, la
denunciante cuenta con legitimación activa, lo cual le habilita para
proponer denuncia y ser considerada sujeto pasivo de la infracción por
violencia política de género.

78. Las funcionarias públicas, incluso aquellas que no son directamente
sujetos politicos en el sentido estricto de ser candidatas o desempeñar roles
explicitos en la actividad política, están protegidas por la ley electoral. Esto
se debe a que el concepto de violencia política de género abarca un enfoque
amplio de la violencia politica y busca garantizar la participación de las
mujeres en la vida pública y politica, independientemente de que ocupen
cargos de representación directa. Asi, aunque no todas las funcionarias
públicas ejerzan funciones eminentemente políticas, si forman parte activa
de la esfera pública, desempeñando funciones cruciales dentro de la
estructura politica y administrativa del Estado, como es el caso de la fiscal
general del Estado.

Del sujeto activo de la infracción:

79. Las recurrentes cuestionan que se les atribuya la comisión de la infracción
de violencia política de género, pues desde su punto de vista, el juez de
instancia “fdjebía ,nínimantente prequntctrse si es posible la violencia política
de género de una mujer a otra muje”, puesto que, según las legitimadas
pasivas, “fija génesis está en la relación de dominación que ejercen los
hombres respecto de las mujeres” ver fojas 1368).

80. Con relación a dicho criterio, expuesto por las recurrentes, el artículo 280
del Código de la Democracia define a la violencia política de género como:
‘aquella agresión cometida p95 una persona o grupo de personas, directa
o indirectamente”. Si bien dicha infracción suele desarrollarse en un
contexto de dominación u otras formas de agresión contra la victirna, estos
hechos no son exclusivos de los hombres; más aún si la citada norma legal
no hace distinción de personas para atribuirle la calidad de sujeto activo de
la infracción.

81. Es asi que, la violencia política de género puede ser ejercida tanto por
hombres como por mujei-es, y el hecho de que la no,-rna electoral lo
establezca asi, responde a una visión amplia de las estructuras de poder y
de [as dinámicas de violencia, En este sentido, se reconoce que, aunque la
violencia de género suele tener sus raices en la opresión patriarcal, las
mujeres también pueden actuar dentro de esos marcos de poder,
reproduciendo conclucras violentas hacia otras rnuj eles

82. Por tanto, carcce de Fundamento la idea de que la violencia politica cte
géne,-o “no se produce de una mujer a otra mujer», corno sosticnen las
recurrentes. Esta visión restrictiva no encuentra sustento ni en el texto
legal ni en los estándares interpretativos que rigen la materia.

83. Con relación al segundo problema jurídico, las recurrentes afirman que
se afectó su derecho a la defensa, puesto que el juez de instancia les ha
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dotado de un defensor público para su defensa técnica en la audiencia oral
única de prueba y alegatos, efectuada en la presente causa, cuando ellas
contaban con patrocinadores juridicos de su confianza.

84. Al efeeli,. de la revisión del proceso subido en grado, este Tiibunal constata
tale las Legitimadas pasivas contestaron a [a clenuocia incoada en -su
contra; la doctor-a AngéEc8 Porras Velasco compai-ecó en calidad de
¿enuncrada, y asumió su propia defensa técnica; y. a la vez ftic designada
abogada patrocinadora por parte tIc ja también Jentintad.i señora Ney
Priscila Schettini Castiio. como se advierte del escrito que obra de fojas
550 a 551. patrocinio que ha sido tomado en cuenta por & juez de
instancia diirantr a presente causa.

85. El juez de instancia, mediante auto de 30 de abril de 2024. a las 16h10 Us.
1167-1169 vta.) señaló para el 09 de mayo de 2024, a las 0h00, la
realización de la audiencia oral lnica de prueba y alegatos, siendo
notificadas [as denunciadas en la misma fecha) conforme consta de la
razón sentada por la secretaria relatora del despacho de dicho juez, que
obra de fojas 1173 y vta.

86. Las denunciadas, Priscila Schettini Castillo y Angélica Porras Velasco,
mediante escritos presentados el 08 de mayo de 2024 a las 10h01 (fs.
i190- 1191). y 10h07 (Cs. 1194-1195). respectivamente, designaron -el día
anterior a la celebración de la audiencia oi-al única de prueba y alegatos- a
sus respectivos abogados defensores y solicitaron el diferimiento de la
referida diligencia procesal, petición que fue negada por el juez a qio
niedianc auto de 08 de mayo de 2024. a las 17h40 fs. 1200- l203J.

87. Al respecto, este Tribunal adviene que las denunciadas flieron convocadas
a la audiencia ora única de prueba y alegatos mediante auto (le 30 de abrL
de 2024. esto es. con la debida oportunidad, en observancia de la garantia
constitucional de contar con e? tiempo y los medios adecuados pan la
preparación de su defens&, consagrada en e: articulo 76) numeral 7, itera
h de la ConstiIucón de la RrpúhIici. Por lo ramo, bien porUan haber
designado a sus patrocinadores también de manera oporTuna y no el día
anterior a la realización de la audiencia oral única de prueba y alcga[os,
con la irilerición de ocasionar dilaciones indebidas al proceso.

88. No obstante, a la audiencia oral única de prueba y alegatos la defensora
pública, compareció [a doctora Teresa del Rocio Andrade Robayo, defensora
pública previamente designada por la Defensoria Pública del Ecuador a
quien el juez de instancia dispuso que asuma la defensa técnica de las
legitimadas pasivas, que no comparecieron a esa diligencia, cii salvaguaida
de la garantia consagrada en el articulo 76, numeral 7, literal g) de la
Constitución (le la República. ln cori secuencia, no se advierte vulneración
del deiecho a Ja defensa, alegada por las recurreTites.

89. Respecto del tercer problema jurídico, se tiuputa cii a pi’esenc causa a
las señoras Angélica Ximena Porras Vekis[- Xciv Prisc;a Scletini
Ca stE o, u he r incurrido en actos- d e v ole [ida xlt ca (le ge it; ro. t u ificados
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en los numerales 1 y 7 del articulo 280 de la Ley Orgánica Ejectoral y c[c
Organizaciones Politicas de La República del Lcuador. Código de la
Democracia.

90. E faio emitido por el juez de instancia araizó & caso, en prrner iugar,
delimitando e: marce teórico doctrinario, normativo co,ivenciona.
constitucional y legal. que dentiflea a la violencia poí:ca de género, Y a
continuación Formuló, corno proberna ;urídico a ser resucito, si’ las
dermnciados iricurrícro,, en os presupuestos establecidos en lo infracción
electoral muy grave, establecida en el numeral 14 del aniculo 279 dei Código
de la Democracia, esto es, haber incumdo en actos dcvioiencic4 poiítca de
género”,

91. La sentencia recurrida efectuó, en los párrafos 120 a 122, un análisis
respecto de la legitimación de os sutetos activo y pasivos de la infracc:ón
de violencia politica de género, a fin de determinar la existencia de La
materialidad de la infracción denunciada y la responsabilidad que se
atribuye a as denunciadas y ahora recurrentes, doctora Angélica Ximens
Por:’as Velasco e ingeniera NeLv PriscLa Schetrini Castillo; y, luego de
identificados las medios probatorios aportados ar a denunciante. doctora
Lady Diana salazar Méndez, que fueron reproducidos en la audiencia ojal
única de prueba y aLegatos Uevada a cabo en la presente causa, señaló -en
el párrafo 123-lo siguiente:

‘123. Respecto ci? uerbo rector; agredir a fojas 82 deI expecbente se
encuentra lo materia lrzación, ante notario público, de una publicación
en la red socia? “X’ (anteriormente Twitter desde ¡u cuenta
g’risschettini. En dicha publicación, la denunciada, ingeniero Nelly
Priscila Schettirn Castillo emplea la etiqueto #Ladylmpericias y acuso a
la doctoro Salazar de plagio, calificándola de “igno;nnte’, ‘inepta’ e
“incapaz”. Este mensaje, publicado el 29 de junio de 2023, tuvo 1412
reproducciones. La reiteracián de estos términos denigrantes,
dft,rididos a un amplio pablico, busca desacreditar la imagen pública y
profesional de la doctoro Salazar’.

92. Las denunciadas, en sus escritos de apelación manifiestan que, respecto a
las expresiones referidas en el párrafo precedente (‘ignornntc’ uiepta”,
‘incapaz’), se trata de una “situación que no está probada”. No obstante,
conforme se señala en el numeral 1.10 del párrafo 87 de la sentencia
subida en grado, la naterialización de dicho medio de prueba que contiene
el texto: “(mJuIfriicaPnpLilar NO TIENE MIEDO A LAS AMENAZAS DE
#Lady[ntpci’icias (.7’, ha sido obtenido desde la cuenta fgfflsschettínt
(ver fojas 2), de lo cual se infiere que la autoria de esas expresiones le es
ati ibuible o la denunciada NeIly Priseila Schettini Castillo, hecho que no ha
sido objetado ii desvirtuado por la legitimada pasiva en La audiencia oral
ú n ca de puir a y alegatos tiento procesal pe rt [lente para ci efecto

93. Asi n:is’no. ci; os numerales 1.] 1 a .22 del párrafo 37 de la sc’:tcncia, e
juez ci quo detaLa los medios de pruelxi referentes a xiblicaciones

tu, s 1 n t es ti 1 a ‘ed social antes Twitteri del u su ario u PrisSch e i 1 y
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de otros usuarios, a través de Las cuales concluye (en el numeral 1.22 del
párrafo 87) que se ha probado las publicaciones de desprestigio en conti-ci
de f.c fiscal general (.] todo esto. haciendo referencia directa a la fiscal
general, doctom Lady Diana Salazar Méndez”.

94. En el numeral 1.29 del párrafo 87 de la sentencia subida en grado, se
indica que, a fojas 145 consta la materialización de 14 de septiembre de
2023 diligencia que obra a fojas 138), ante notario público, de la
publicación contenida en la red social “X”, y según afirma el juez a quo es
‘desde la cuenta ,PrisSchetti,ii’, que contiene el siguiente texto:

#PlcgioFiscalGeneral#Lody]rnpericic, Señora Fiscal General, Lady
iianaSalazarM2 ponernos a su disposición un formoro dr RENUNDA.
Usted oi,pde hacer una impericia (copiar y pegar) y presrntnrla Si o rio
Se’npértegui .dacentralecZ Aciarci,ros que NO es ODiO, sino simple cortesia”.

95. A] respecto. si bien el mensaje referido en el párrafo precedente, consta
publicado en la cuenta ,JundicciFopuiar. de la red social cuyo .istIario

es Acción Juridica Popiiiar y no desde la cuenta PrisSchettini, no es
menos cierto que desde la cuenta (iiprisSchettint, de la misma red social
X”, y cuyo usuario o titular es Prisdila Schettini, se pubicó -el 2’ de
agosto de 2023- el siguiente mensaje: “Fiscal Genercil le pasamos un
formato de RETVUNCJA?”, co:]:o se ec,nstata de f&as 145.

96. En ¿ numeral 1,40 del párrafo 87 de ¡a -sentencia de instancia consta que
en la audiencia oral tinica de prueba y alegatos efectuada en a presente
causa, se practicó como prueba un video. obtenido del enlace
h t t p5: / / WWW. yoLi [Libe coni ¡ watch?v=4 KAcg6ln]wec, que fue eproducido
desde el minuto 48:02 hasta el m[nuto 49:22. Del contenido de dicho video,
se observó el desarrollo de una entrevista a la denunciada doctora
Angélica Porras Velasco, quien manifestó: En el consejo de la judicatura
hemos prEsentado una queja cori el fin de que se aplique el art(culo 109
numeral 9 del Códiqo Orqá nico de la Función Judicial, con el fin de que se
le suspcnda u posteriormente se le dcstituga (...)“ (lo resaltado fuera del
texto original).

97. Asi mismo, en el numeral 1.42 del párrafo 87 de la sentencia objeto de
apelación, se precisa que mediante vicleo obtenido riel enlace
https: / /wv. yout ube. corn / wutcli?v=rn M LGcMCxKY, reproducido en la
audiencia nra] única de prueba y alegatos, se advirtió una entrevista a la
den unc jada nge n jera Pri sci] a Sch et ti ni Castillo, con 1 ci, d a cii los mi unto
01:32 a 04:08, en la que expresó: 7,..) La fiscal general, hay ni tema muy
gro’ e q le, cg udacia, ¡a tiene q ¡esa es que ¡a se cro ¡ )a 1: a Sa(ou,’ es
nilo fiscal sene’ai que on,o casos judiciales en cnntplicIdc4cl cori la po!icia
[Jac:iona 1 y los ¡u CCeS dv la Corte ‘Vacio ‘ial, un a pt’ ‘‘So CI (fu e co ,11c4e fra LLdE?S

procesales y que es arQue porque es jx?flOdo cEI la lcu (.4.

98. Al respecto, este Tribunal estima que, en efecto, la denunciadas
clcsarrc]aro:: una calil paia de desprestigio contra la dm1 oro Lady Diana

Salazar Méndez, fiscal general rIel Estado, en rclac:ón a un suiJuesto
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“plagio” de su tesis doctoral -asunto que ha sido resuelto de manera
definitiva por las autoridades competentes- así como de su accionar al
frente de la Fiscalía General del Estado. Esta campaña fue efectuada
mediante comentarios y afirmaciones difundidas en entrevistas y
publicaciones a través de redes sociales, de manera directa por las
denunciadas, y replicados o reposteados por terceras personas, lo que
indudablemente rebasa & ámbito de la crítica a una funcionaria pública, y
constituyen expresiones denigrantes contra su imagen pública, además de
ser actos intimidatorios, no solo contra la denunciante, sino que han
afectado además a sus familiares (madre y hermana) con el objetivo de
limitar suspender o restringir el ejercicio del cargo que ostenta la doctor-a
Lady Diana Salazar Méndez, como primera autoridad de la Fiscalla General
del Estado, supuesto que refiere el articulo 280 del Código de la
Democracia y, por tanto, configura la infracción electoral de violencia
politica de género denunciada.

99. Las legitimadas pasivas han emitido sus comentarios y publicaciones con el
propósito u objeto no logrado por cierto) de separar a la doctora Lady
Diana Salazar Méndez del cargo de fiscal general del Estado, lo cual se
constata a través de dos hechos relevantes:

1) La evidente ironia, al “sugerir” a la Fiscal General del Estado que
renuncie a su cargo, con el ‘ofrecimiento” de las denunciadas
contenida en las expresiones: Fisca General le pasamos un formato
de RE)VUIVCIA?’, según consta de la publicación en la red social “X”
de la cuenta @PIsSchettÍni, de la denunciada Priscila Schettini
Castillo (fs. 145); y,

2) La entrevista concedida por la denunciada Angélica Porras Velasco,
en la cual claramente manifiesta que presentaron una queja en
contra de la doctora Lady Diana Salazar Méndez, ante el Consejo de
la Judicatura, con el objeto de que «se le suspenda y posteriormente
se le destituyci” del cargo de Fiscal General del Estado.

100. Por tanto, es evidente que se ha acreditado -conforme a derecho- que las
denunciadas Nelly Priscila Schettini Castillo y Angélica Ximena Porras
Velasco, incurrieron en la infracción electoral muy grave de violencia
política de género, tipificada en el numeral 1 del articulo 280 del Código
de la Democracia, esto es, incurrir en actos intimidatorios contra la doctora
Lady Diana Salazar Méndez, cori el inequívoco propósito de acortar o
suspender el ejercicio del cal-go que ostenta la denunciante, como primera
autoridad de la Fiscalia General del Estado, a través de su separación (ya
sea por renuncia, o por destitución), hecho que representa además un
velado intento de desestabilización y afectación al principio de
inc[epe.ndencia de los órganos de la Función Judicial, como ha sido

Según el Diccionario de la Lcngua Española, el té [mino “irania’ tiene la siguienle acepción: lExpi-esión que da a
entender algo contrario o diferente de lo qe e e dice - generalrz’ente cefi o burla cijuimularla — Ver en dma rae, es
dkrion u no.
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advcrido por el juez de instanc:a en el parrafo 162 de la sentencia
recurrida.

101. En la sentencia de instancia. sc :mpu,ó además a las denunciadas, haber
jicurii(]o en a infracción pievisla en la causal determinada e’; el numeral

7 del irticuo 280 del ¡-efe id! cjJe po norinatwo esto es que:

7. Divulguen imágenes, mensajes o rcvelcn inforrnsció; de las mujeres
en ejercicio de sus derechos políticos, por cualquier medio Jfsico o
vcrflul. en a propagc.ncla político electoral o en cucilquier otra que,
basadas en estereotipos de género transmitan o reproduzcan relaciones
de dominación, desigualdad y discriminación contra las rau/eres, con el
objetivo de menoscabar su imagen público o limitar sus derechos
políticos”,

102. Para analizar el contenido de esta causal, es necesario identificar qué se
entiende por acciones basadas en “estereotipos de génem”. Al respecto,
desde la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Derechos Humanos (ACNUDH), se ha señalado lo sijiente:

Un estereotipo de género es una visión generalizada o una idea
preconcebida sobre los atributos o características, o los papeles que
poseen o deberían poseer o desempeñar las mu jetes y Los hombres. Un
estereotipo de género es perjudicial cuando li,ni!a (a capacidad de las
mujeres y los hombres para desarrollar sus capacidades personales,
seg dr sus carreras profesionales yio tomar decisiones sobre su vida”4.

103. si mismo, el referido organismo internacional de derechos hurnaiios ha
manifestado que: Los estereotipos de género se refieren a la prúcücu de
atribuir u ja individuo, mujer u hombre, airihutos, ca mcteristicus o roles
esp’cificos por la sola razón de su perienencia al grupo social de ,iitj:res u
hombres’.

104. Cabe señalar que. entre los elementos objetivos ‘aa la tipHicación de a
vio:encia politca de género, se encuentra la divulgación de Lxiensa:es en
contra de una mujer pohtiza. funcionaria pQblca. caiiçl dato. ideresa o
dcfcsora de derechos humanos, etc. No obstante, paa que se Conigur la
rrfei do nfracción electoral, es necesario quc el contenido d fu ,:clido
reproduzca estereotipos de género que promuevan la discriminación en
contra de :a mujer, que -carao en el presente caso- p:e’tínde posicIonar la
idea dc que la denunciante no se encuentra apia paja el ejercicio de un
cargo púbico, corno titular de la Fiscalia Gei:c:a rIel Estado.

105. LH referencia a la doctora Diana Salazar Mendez rol; los términos; “Lady
1’j ,crirjc, ‘. Lady Piagiv, i,rify Copiu , me ‘e Le es peri a atención por par re

ríe este órgano jurisdicciona. pues si bien la de!:uIurilnte Ucse por primer

no:nb:r acly i”dama en el idsnn, nglésj. e misnio ha sido iniiizado por

ere ‘p rtr g- LEO E; AC : r,:Pv:n d&rec:e I:unanüs le as rn Lrr, y le :g’ada d ¿, gneru- 1

— Ve-’ ‘u Ittps.//www oh’t’r vrg/ç/vomel[/genci<’r-stereoíyping
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parte de las denunciadas en forma irónica y/o sarcástica, para
desprestigiar su labor como fiscal general del Estado y cuestionar su
capacidad para el ejercicio de dicho cargo, por su condición de mujer.

106. El hecho de que estos los estereotipos de género sean reproducidos por
otras mujeres, tiene un impacto particularmente perjudicial, ya que
refuerza la idea de que incluso las propias mujeres internalizan y replican
las normas sexistas que las limitan. Esta dinámica, conocida como
autodiscriminación ° autoopresión es vista corno una forma de

perpetuar el sistema patriarcal, en el que las mujeres, aunque en roles de
poder, pueden seguir reproduciendo actitudes y comportamientos que
subestiman o descalifican a otras mujeres.

107. De lo expuesto se desprende que las publicaciones y mensajes denigrantes
difundidos en contra de la señora fiscaj general del Estado, refuerzan una
visión tradicional, sexista y discriminatoria de las mujeres en el poder,
reduciendo su capacidad pal-a ejercer liderazgo de manera efectiva y
autónoma. Tales expresiones, difundidos a través de redes sociales, no solo
desacreditan a la denunciante, doctora Lady Diana Salazar Méndez, sino
que también perpetúan ideas discriminatorias que limitan la aceptación y
legitimidad de las mujeres en posiciones de poder, y revelan
indudablemente la existencia de agresiones basadas en estereotipos de
género, incurriendo por tanto las denunciadas en la causal 7 del artículo
280 del Código de la Democracia.

108. En consecuencia este órgano jurisdiccional concluye que se ha
comprobado, conforme a derecho, la materialidad de la infracción muy
grave de violencia politica de género, tipificada en los numerales 1 y 7 del
articulo 280 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Polit[cas de la
República del Ecuador, Código de la Democracia; y, se ha acreditado
también la responsabilidad de las denunciadas en dicha conducta
infraccional.

109. En tal virtud, de conformidad con & principio de proporcionalidad entre la
infracción y la sanción impuesta, que ha sido analizado y aplicado en la
sentencia de [nstancia, para lo cual el juez a quo ha determinado que la
denunciada Nelly Priscila Schettini Castillo es “quien lidera los ataques
4 escritos y una/izados como parámetros fácticos del presente caso”; y, que
en relación a la denunciada Angélica Ximena Porias Velasco, su
participación ‘reviste qrczuedad, pero en menor proporción de lo evidenciado
en Ir, participación de la ingeniera Schettini, lo que ha de repercutir en la
gradación de la pena”S.

110. Por tanto, en virtud de que los recursos de apelación han sido interpuestos
únicamente por las denunciadas, y en salvaguarda del del-echo de no
empeorar la situación jurklica de las ecurrentes (noii reforrnatio in peius),
este Tribunal estima procedente ratificar las sanciones impuestas en la

Ver prrafu ‘01 de la sentencia de insíanria
b Idem
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sentenc,a recurrida, esto es la rnui:a de (50) saarIos l,asicos unificados de:
trabajador en genera. calculados a a [echa dci cometimiento de ja
inFracción ¿ectorai. equvaentc a veintidós mii quinientos dóares S
22500.00 y !a suspensión de sus derecNn de particpacón política por
lies í3J años, a la denundada Ney Ftiscila Schettini CastUlo; y. la multa
de treinta 30) salarios básicos unificados. calruados a : fecha de
coineti;nie,ilo cje la nfrarción eecIora esto es, la rant:dad de trece mL
qiiink’ntos dólares $ 13.50000 y [a suspensión de sus dcrechos de
participación politica por dos 2) años, a la denunciarla Angélica Ximena

Porras Velasco.

IV. OTRAS CONSIDERACIONES

Sobre las medidas de reparación integral

iii. En el ordinal QUINTO de la sentencia recurrida, el juez a quo dispuso:

QUINTO.- Disponer como medida de repara Sión integral las siguientes:

a Como medidas de restitución las denunciadas deberán:

5.1. A partir del momento en que la presente sentencia quede ejecutoriada,
las denunciantes (sic no podrán publicar, por ningún medio, ningún tipo de
comunicación que aludo a la doctoro Lady Diana Salazar Méndez.

5.2. En el plazo máximo de ¡Odias, las denunciadas están obligadas a dar
de baja de sus cuentas de redes sociales: (iirisSchuttini; iungeporras 1971
y, de la cuenta del grupo Acción Jurídica Popular (tJuridieuPopulczr, tactos las
puhHcaciones que contengan el baste, #Ladyimpericia; #Lady(mpenrias o que
hagan mención rs la cuenta @DianaSaIwzarM2

b Como medida nc satisfacción las denunciadas, en el ¡luzo máximo de diez
‘10) dios, deherá,r

5.3. Ofrecer dtscrzQias pbicas a la doctoro Lady Diana Salazar Méndez, en
las cuentas de redes sociales PñsSc1,ettini: aiigenonas ¡971 u, en la de
su colectivo Acción Ju rfdiccz Popular udu ndicaPopuks;, cien tro del plazo
nióxin,o de diez (10) días, contados a part:r de que, sen jencia cause
ejecutoria. Este mensaje debe permanecer ¡,ublcado y fijado en dichos
cuentas por e? peHodo de ciento ochenta (]8O días:

Pr cumplimiento de lo dispuesto en sentencia dietada dentro de a Causa
No 250- 2923 TCE susrcsnciado unte Ci TIluILui Contencioso Eiectoral la
doctora Angélica Ximena Porras Velasco, y la inqcniera Nclly Prisciics
Scltinj Castillo of’xcenu,s disculpas a Ir, clocro,-o Lady Diana Sciazar
?4é,idcz. fiscal aenerai de! Estado por haber (iijuiuticlo ctg,rsiotlcs contra Su

digi ud ud ro filo ¡u ujer ajroer,s u t,,rks no y mujer po(itfca. ,buIa ndo ¿os
pro fi U1 Cia u; c’n tos oficiales forrn u Ir, dos por 7 u tundid co ipetei1 re,
co,nurc 01 t:á,i do, os a :esa ‘aI a :,esra folia ti a se’ sbilizc ‘nos ej 1 e,no 5 tc, rl
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importantes como la violencia política de género a efecto de que actos como

éstos no vuelvan a producirse”.

5.4. Ofrecer disculpas públicas a la doctora Yasmín Sdil azar Méndez, en las
cuentas de redes sociales aÑPrisschettini; angeponasl971; y, en la de su
colectivo Acción Jurídica Popular (&u,-idicaPopular. El texto de las disculpas
públicas será: otorgado por este Despacho) dentro del plazo máximo de siete
(7) días y debe ser publicado de manera inmediata, por un periodo de treinta
días.

“En cumplimiento de lo dispuesto en sentencia dictada dentro de Fc, Causa
No, 250- 2023-TOE sustanciada ante el Tribunal Contencioso Electoral
ofrecemos disculpas a la doctora Yasmin Salazar Méndez, hermana de l.a
señora fiscal general del Estado, doctora Lady Diana Salazar Méndez por
haber exhibido su imagen a efecto de desacreditar su dignidad como mujer
afroecuatoriana y académica, obviando los pronunciamientos oficiales
fomiulados por autoridad competente, comp rometiéndonos a reparar nuestra
falta y a sensibilizamos en temas tan importantes como la violencia política
de género a efecto de que actos corno éstos n.o vuelvan a producirse”.

c Corno medidas de no repetición, ¿as denunciadas deberán:

5.5. Acudir, en el plazo máximo de treinta (30) días, al Centro de Apoyo
Integrczl, “Las Tres Manuelas” u otra oiga nización sirnUar a efecto de que las
denunciadas puedan recibir cuarenta (40) horas de sensibilización contra la
violencia política de género. Una vez cumplida la medida, remitirán hasta
este despacito la constancia de la capacitación recibida”.

112. Al respecto, este Tribunal estima pertinente sefialar que la medida de
restitución establecida en el acápite 5 literal a numeral 5.1 respecto a que
las denunciadas no podrán publicar, por ningún medio, ningÜn tipo de
comunicación que aluda a la doctora Lady Diana Salazar Méndez, es una
medida desproporcionada, y que atenta contra el ejercicio del derecho a la
libertad de expresión de las denunciadas, por lo cual debe ser dejado sin
efecto.

113. De la constancia procesal se advirtió que varios de los mensajes
denigrantes y ofensivos dirigidos en contra de la doctora Lady Diana
Salazar Méndez fueron publicados o posteados desde la cuenta
(ceJuridicaPopular, que tiene como usuario al denominado colectivo ‘Acción
Jurídica Popular” lo que ha sido determinado en la sentencia (le instancia.

114. Shi embargo, la cLenuncia propuesta en la presente causa fue dirigida en
contra (le la abogada Angélica Ximena Porras Velasco y la señora Nelly
Priscila Schettini Castillo, con lo cual se configui-ó la jelación ju ridico
procesal entre la denunciante, doctora Lady Diana Salazar Méndez, en
calidad de legitimada activa, y las referidas denunciadas, coito legitimadas
pasivas, sin que el aludido colectivo “Acción Juridica Popular” haya sido
d en u rielado; y por a nl o, no Ii a tenido la calidad de parte procesal,
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115. En lo que i-espectaa [as medidas de reparación integral, dispuestas en la
sentencia de instancia, se advierte que ci juez a quo oldená al colectivo
Acción Juhdica Popular’ eliminar determinadas publicaciones de sus

redes sociales, pese a que dicha agrupación no ha sido parte procesal, y
por lo tanto no ha sido citado en legal y debida forma pal-a poder ejercer su

derecho a la defensa en ninguna etapa del proceso.

116. Por ello, la denunciada Angélica Ximena Porras Velasen, en su escrito de
apelación, cuestiona que el fuez de instancia dispuso el cumpHtniento de
medidas de reparación no solo a cargo (le las legitimadas pasivas, sino
además al colectivo denoniinado ‘Acción Juridica Pupia]ai”, respecto del
cual la denunciante, doctora Lady Diana Salazar Méndez no ha solicitado
se le declare responsable de los hechos denunciados.

117. La Cor:e Constituciona del Ecuador, en relación a las rncdidas de
reparación integral, ha rnanfestado que para SU cumplimiento y ejecuc!ón.
Jé/sta obligación recae directamente en la parte que actuó corno (egi(irnadci

pasiva, se trate de organismos púbilcos o personas privadas (4”?.

118. La Constitución de la República del Ecuador consagra, en su articulo 76,
numera 7, las garanrias del debido proceso, entre las cuajes figura el
ejercicio de: derecho a a defensa, que se traduce en a posibflidad real de
que toda persona o grupo de personas puedan ser oidas en e] momento
oportuno. presentar de forma verbai o escrita sus argumentos de los que se
crea asistida, replicar los argumentos de la conrraparzc, presentar pruebas
y contradecir as que se presenten en su contra, y recurrir as dedÑones
Iue puedan afeetarles, garantías que no han sido ejercidas por el

denominado gnipo o colectivo Acción Juridica Popular. l no haber sido
parte procesal en la presente causa.

119. Por tanto, dicho colectivo no puede ser destinatario ni obligado a satisfacer
las medidas de reparación ordenadas en la sentencia objeto del presente
recurso de apelación, pues disponer obligaciones o medidas directas contra
terceros ajenos al proceso vulnera las garantias constitucionales referidas
en el párrafo precedente y contraviene la tutela judicial efecliva.

DECISIÓN
Cc,nsecuepiteinenie, no siendo necesario analizar otras consideraciones en dei-echo,
el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN
NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, resuelve:

PRIMERO.- NEGAR recurso de apeaci&; presentado el 15 de junio de 2024 a las
16h57, )ur as denunc:adas ¡ ngen era NcLv Priscila ScI:etti : Cn st ji o y a doctcra
Angélica Ximena Porras Velasco, en contra de la sentencia de nstazcia expedida e1
06 d Junio de 2024, a as lOhflO

Cor:r constitudona del Sujaclo, . 8cr azIc;a Nro- S- 19-iS! 22. d ci cit- 2022: r r
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SEGUNDO.- NEGAR el recurso de apelación presentado el 17 de junio de 2024, a
las 16h58, por la denunciada il-igeniera Nelly Priscila Schettini Castillo en contra de
la sentencia de [nstancia expedida el 06 de junio de 2024, a las 10h00.

TERCERO.- ACEPTAR PARCIALMENTE el recurso de apelación presentado el 17
de junio de 2024, a [as 16h54, por la denunciada, doctora Angélica Ximena Porras
Velasco en contra de la sentencia de instancia expedida ci 06 de junio de 2024, a
las 10h00.

CUARTO.- RATIFICAR la responsabilidad de las denunciadas, doctora Angélica
Ximena Pon’as Velasco e ingeniera Nelly Priscila Schettini Castillo por haber
incurrido en las infracciones tipificadas en los numerales 1 y 7 del artículo 280 de
[a Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del
Ecuador, Código de la Democracia

QUINTO.- RATIPIcAR la sanción pecuniaria y la suspensión de los derechos de
participación politica impuestas a las denunciadas doctora Angélica Ximena Porras
Velasco e ingeniera Nelly Priscila Schettini Castilla.

SEXTO.- MODIFICAR las medidas de reparación dispuestas en la sentencia de
instancia, en los siguientes términos;

6.1. Dejar sin efecto la medida contenida en el numeral 5.1. de la parte
dispositiva “QUINTO” de la sentencia de instancia, respecto de que las
denunciadas ‘no podrán publicar, por ningún medio, ningtin tipo de
comunicación que aludo a la doctoro Lady Diana Salazar Méndez’

6.2. Excluir al colectivo denominado “Acción Juridica Popular”, como obligado
del cumplimiento de las medidas de reparación ordenada en los numeraies
5.2; 5.3; y, 5,4 de la parte dispositiva ‘QUINTO” de la sentencia de instancia,
debiendo las partes, en lo demás, estar a lo dispuesto en los referidos
numerales.

SÉPTIMO.- tINA VEZ ejecutoriada la presente sentencia, remitir el expediente al
juez de instancia para que pi-oceda con la ejecución de las sanciones impuestas en
la sentencia de primer nivel, conforme lo previsto en la Ley Orgánica Electoral y de
Organizaciones Politicas de la República del Ecuador, Código de la Democracia,

OCTAVO.- NOTIFÍQUESE el contenido de la presente sentencia:

A la denunciante, doctora Lady Diana Salazar Méndez, y su ahogada
patrocinadora, en:
- Correos clectrónicos cccilawyer7(ahotmail.com

dianitasrn 198 l(agrnail.com

- Casilla contencioso electoi’aJ Nro. 85

A las denunciadas, abogada Angélica Porras Velasco e ingeniera NeUy
Piiscila Schettini Castillo, y sus patrocinadores, en:
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A a defensora púliica, doctora Teresa Andrade Robayo, en:

- Correo eectróitco: 1 al] cid rl e dde n sana. gob

(

NOVENO.- SIGA actuando Inag;stel MUtan Paredes Paredes, Srrretario General
dei Tribunal Contencioso 6iectoral.

DÉCIMO.- PUBLÍQUESE en la cartelera virtua-págiita ve1, insiltucrional
‘vwW. ce gob. cc.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.-’ F.) Ab ivonne Coorna Peralta, .JURZA (VOTO

SALVADOJ; Mgrr. Ángci Torres Maldonado, JUEZ; Dr. Alvaro Ojeda Híd&go,

CONJUEZ; Dr. Edison René Toro CaLderón. CONJUEZ; Mgtr. Joaquin VjlerI Llanga

JUEZ,

GAANTlZ4MOS
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CARTELERA VIRTUAL-PÁGINA WEB INSTITUCIONAL

A: PÚBLICO EN GENERAL.

Dentro de la causa signada cori el Nro. 250-2023-TCE, se ha dictado o que a

continuación me permito transcribir:

‘VOTO SALVADO
SENTENCIA CAUSA Nro. 250-2023-TCE

Abg. Ivonne Colonia Peralta
pieza Tribunal Contencioso Electoral

TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL- Quito. Distrito Metropotano, 01 de
mayo de 2025, ¡as 19h43.

Por encontrarme en desacuerdo con a sentencia de mayoría y en atención a lo
dispuesto en el numeral 3 deI artículo 3 del Reglamento de Tranites del Tribunal
Contencioso Electoral, emito Voto Salvado, considerando que el Pleno

jurisdicciona debió haber realizado el siguiente análisis:

1. La actuación del juez a quo. Frente a la soiicitud expresa tic diíeri,niento
formulada por la rlefensord pública designada para representar a las partes
denunciadas, adoece de un análisis constitudonal y ronvenciona adecuado
que garantice el derecho a la deFensa técnica.

2- En función de lo dicho, los problemas jurídicos a resolver son los siguientes:

a) ¿Constituyó vulneración al derecho a la defensa técnica, la negativa
del juez de instancia de diferir la audiencia oral únka de prueba y
alegatos pese a la solicitud realizada por la defensora pública?

b) ¿Se encuentra viciada de nulidad la audiencia oral única de prueba y
alegatos, y la sentencia dictada en rebeldía, por haberse desconocido
las garantías constitucionales del debido proceso?

Primer problema Iurídico: ¿Conslíiuyó vulneración al derecho a la defensa
técnica, la negativo del juez de instancia (le diferir la audiencia oral única de
p;iiebay alegatos pesen la solicitud realirada parlo defensora pública 7

3. La Coasbrución de la República del Ecuador, en su articulo 76 i,inep,l 7,
literales b y g), estahece corno garantías del debido proceso el derecho a la
deFensa y a dispone: del ienlpo y de los medios adecudis pa ‘a ej e ixc:la - La
Corte Constitticio na 1, e st, sentencia N . 2195-1 9-EP/2 1 Ii a pi’ isadc, que la
designación de un defeisor pubico ro puede entenderse co mpl ida con su
Inera lireseilcia formal, si esta no va actnnjiuñada de la posibilidad real y
efectiva de ejercer una cee,isa técnica a deciad a.

&APANTIZÁKCS 1
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Coigso Nro, 25O2023TCE

4. En la presente causa debido a que las partes denunciadas no comparecieron y
tampoco lo hizo su defensa privada, se designó una defensora pública que, al
inicio de la audiencia oral única de prueba y alegatos celebrada el 09 de mayo
de 2024, manifestó expresamente su imposibilidad de ejercer una defensa
técnica efectiva debido a la complejidad y volumen del expediente, solicitando
de manera fundamentada el diferirniento de la diligencia.

5. Conforme se desprende de la intervención en la audiencia, la defensora
pública designada, doctora Teresa Andrade Rovayo, manifestó expresamente
que no se encontraba en condiciones materiales ni técnicas para asumir una

defensa efectiva. Alegó que no había tenido contacto con las personas
denunciadas, que la notificación de la audiencia le fue comunicada recién el
día anterior, y que pese a haber solicitado acceso al expediente, no habría
podido acceder al mismo, por lo que, en cumplimiento de su deber de lealtad
procesal, solicitó un diferimiento mínimo de 48 horas laborables para ejercer
una defensa real y no meramente formal. La defensora además invocó
expresamente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la sentencia NY
2195-19-EP/21, subrayando que la mera designación no sustituye la
necesidad de contar con medios reales para ejercer el patrocinio técnico
conforme a los artículos 76 numerales 7 literales b) y gJ de la Constitución.

6. No obstante, el juez de instancia consideró que la defensora pública ya había
sido designada con antelación, y que había recibido el expediente en formato
digital, razón por la cual resolvió no acoger la solicitud de diferimiento
presentada en audiencia oral única de prueba y alegatos. En su lugar, dispuso
un receso de quince minutos para la revisión del expediente, decisión que, si
bien tuvo corno finalidad garantizar la continuidad de la audiencia, no resulta
proporcional frente a la complejidad del caso y a las dificultades expresadas
por la defensa, lo cual podría comprometer los estándares mínimos de
garantía del derecho al debido proceso y a una defensa técnica efectiva,
previstos en el articulo 76 de la Constitución de la República del Ecuador, al
no haberse aplicado lo dispuesto en los artículos Soy SS del Reglamento de
Trámites del Tribunal Contencioso Electoral.

7. En el caso abordado por la sentencia NY 2195-19-EP/21, la Curte
Constitucional concluyó que: el desempeño del defensor público del señor
Muyule,na Salicina transq,edió el derecho al debido proceso de este en lo
garantía de la dejénsa técnica, reconocida en el artículo 76 numeral 7 literal y
(le la Constitución y, con ello, las garantías establecidas en los literales a, h, cy h
ib ide??]. Pero, de anclo co rielo Uva, tau bién lo ¡lizo el juez de la Un (dad
Judicial Norte N. 2 ¡‘cual con sede en el cantón Guayaquil, puesto que debió set
no toilo pci ¡-a él que el clefrnso r público deh ¡do o la falta de coii LI fl icaciófl Con Sil
tepiesentado, no estaba en condiciones de ahoqui por que no se levante la
suspensión de la peiia, por lo que la calidad de los servicios provistos por él no
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8. La Corte Co nsti tu ciona ha reiterado que no hasta con la rnera compalecenci
física de un abogado en una diligencia para considerar garantizado el derecho

a l nc Fcns.i lérni ca. Tal cornil se expuso e’’ a sentencia NY 306S- 18-E P/2 12.

se requiere una intervención efectiva dci defensor; mientra5 que en a
sentencia NY ‘1-1 9-EP/2 1 se prensó que ello implica tilia prcparción previa

que permita ejercer con igualdad cíe condiciones el derecho a ser escuchado,
presentar argumentos y pruebas, y contradecir los elementos de la
conliapa rte.

9. Esta interpretación ha sido confirmada también por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, la cual ha sostenido que “no,nbror a un defensor de
oficio con el solo objeto de cumplir con una fotnirilidori procesal equivaldría o
rio contar con defensa técnica’4, y también por la Comisión Interamericana de
Derecho Humanos al afirmar que el Estado no puede ser considerado
responsable por todas los fallos de desempeño del abogada defensor [.4, 710

obstante, el artículo 8 (2)(c) de la Convención un pone a las autoridades
nacionales la oh! igación de intervenir si la orn isió,, del abogado de brindar un
patrocinio eficaz es evidente o si lo omisión es puesta en su conocimiento con
uf¡ríen te cla,jdud”5

10. En consecuencia, cuando el juez tiene conocimiento de que la defensa no
cuenta con las condiciones mínimas para ejercer su labor, lo que a juicio de
esta uzgadura sucedió en el presente caso, recae sobre este la obligación de
adoptar niedidas positivas para garantizar la defensa efectiva, De esta forma,
la negativa de suspender la audiencia, en esas circunstancias particulares,
co,nproiiiete la garantía de la defensa técnica y genera lina afectación
si:st;irical a derecho al debido proceso en la garantía de Ja defensa

(unsagrado en e: articulo 76, nunler8 7, literales b) y gJ de la Constitución de
la República de Ecuador.

Segundo problema jurídico: ¿Se encuentra viciada de nulidad la audiencia oral
única de prueba y alegatos, y la se,,tencia dictada en rebeldía, por haberse
desconocido las garantías constitucion ales del debido proceso?

11. La audiencia oia] única de prueba y alegatos se iealizñ el 9 de mayo de 2024
en aiIsenci de las hartes denuncadas y sus deíensuies privados. Si bien e:
juez de i isla lina sostuvo que, en api cación ti el a itícil o 81 dc RVrCE y (le:
alticil Ir, 251 deI Código de la Democracia, curiespondia coiitin ua r con a

Do i.’ ::Is:l.,tl;;a: c: i2C2 1 Uze:;.;,. r. ¿,3-fl RP/2i ii? dcoItrt: ti.
II C’lsl 1. ,xa Ge ata.,, ZC2 ti Ses. r,ncx, .‘._ 306X- za EP/fl. Qi ñ 9 de lflO de ¿IZ 1

SI F:: t. cIac:. Se-.wi,c 1 1 i-FP/? Y. Ql. 1.11 u: c ¿02’
rs’ ks,a,Lr;Eaa Orlt,p i.lr2:;€;s (OiS; ¿e kbw.m TDreçy,,,o, vs biS&wtdvr Plvp:cL. Ie 5 e utEil

?fl 5 .Ç?n C ,o.3C3
‘Cuiniçi& lnwramcrkand de DelrJI,» Ilstmanos (1OO4 tnfnrw No 4/Q4. únc JZ’Ifl. WlliIy F-ne /ain&rti. Fardo.

2 de octiLbI e de ¿0U1. pál r 62.
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audiencia en rebeldía omitió realizar un análisis de las circunstancias propias
del caso que configuraban una afectación sustancial al derecho de defensa.

12. En efecto, consta en el expediente que, un día antes de la audiencia, ambas
denunciadas solicitaron el diferimiento de la diligencia por considerar que no
contaban con condiciones para ejercer una defensa técnica adecuada;
solicitudes que fueron rechazadas por el juez a quo mediante auto de OB de
mayo de 2024. La ingeniera Nelly Priscila Schettini Castillo pidió que su
abogado, quien se encontraba privado de libertad, pueda acceder al
expediente; mientras que, la doctora Angélica Porras Velasco indicó que su
iuwvo defensor necesitaba tiempo para preparar los alegatos.

13. Sin embargo, de la revisión del expediente, consta que los defensores
particulares de as denunciadas, previamente designados y notificados,
omitieron comparecer a la audiencia, conducta que la propia defensora
pública calificó de reprochable y solicitó que fueran sancionados por mala fe
procesal, al amparo de los principios de lealtad y probidad.

14. En consecuencia, el juez de instancia señaló que se había designado a la
defensora pública Teresa Andrade Rovayo desde el 09 de noviembre de 2023,
quien debía ejercer la defensa de oficio en la causa. Sin embargo, dicha
funcionaria, al inicio de la audiencia oral única de prueba y alegatos,
manifestó expresamente la imposibilidad de ejercer una defensa técnica
adecuada por no haber tenido contacto con sus representadas, además de no
haber contado con el tiempo suficiente para revisar el expediente,
considerando además la extensión y complejidad del caso. Tal manifestación
constituye, conforme lo establecido por la Coite Constitucional en la sentencia
NY 2195-i9-EP/21, una advertencia clara de imposibilidad defensiva que
activa el deber judicial de valorar el riesgo real de indefensión.

15. En este caso, fue notorio para el juzgador que: 1) ninguno de los abogados
designados por las denunciadas compareció; u) la defensora pública asignada,
doctora Teresa Andrade Rovayo, manifestó que no contaba con condiciones
material es ruíni mas para ejercer una defensa efectiva; y, iii) existía una
solicitud expresa de diferimiento de parte de la defensora pública. No
obstante, el juez decidió continuar con la diligencia, en desmedro de la
naturaleza sustancial de la garantía de defensa técnica y de la sentencia de la
Coite Constitucional N.2 3068-1B-EP/21, que exige al juzgador intervenir
cuando la falencia defensiva resulta evidente.

16. El artículo 45 del Reglamento de Trámites del Tribunal Contencioso Electoral
faculta al T ri bu nal a declarar la mil id ad de actuaciones procesales cuando se
ver fi que una violación al debido proceso que ca use indefensión. En el
presente caso, se confignia esta causal al haberse procedido a la audiencia sin
lina defensa técnica cal y eíectiva pata las partes denunciadas, lo cua’
también i nval ida a sentencia dictada en tales condiciones.
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17. Por tudu lo manifestado, estimo que el Pi cii u [1c Irihu Con LenciL’so

Electorai, en atención a ; vtIineI1ci u deiechu a a defensa, debía decbrar
utilidad de Li audiercia olal única dv prueba y aiegatos, así cunio de todo lo

actuado con posterioridad. incltida la sentencii tHctada en reb&día, y

dis poner la d evul ucióii del exped ¡ente a la Sec retaría Cenu -al de este ‘ni hu na:

3d-a que se proceda al corrcspondiente sorteo de un nuevo juez que tocitiíúe
con el trámite respectivo. De igual manera, dehió ordeitarse la -emisión del
expediente al Consejo de la Judicatura, a efectos de que se evalúe a eventual
rcsponsabilidad disciplinaria de los deíensoi-es particulares de las
denunciadas ante el incumplimiento de sus delieres en el proceso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.-” F.) Abg. Ivonne Colorna Pci-alta, Jueza Tribunal

Contencioso Electoral

de mayo de 2025.
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